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“Algún día será que las palabras se conviertan en el modo de existir, que el aprendizaje honroso de la 
guerra sea sustancial en la memoria colectiva, y se interiorice profundamente en la psiquis social de 
modo que no se repita el horror de la guerra y se nos permita vivir y relacionarnos bajo las fórmulas de 
la razón y la civilidad” (Soacha: La Punta del Iceberg, - Falsos Positivos e Impunidad. 2010) 
 
Este estudio realista, busca poner en evidencia que debido a los diferentes sucesos políticos 
que se han desarrollado en Colombia, las funestas consecuencias producto de la violencia, y los 
trastornos económicos suscitados por un conflicto armado interno que ha tenido su origen desde 
hace  50 años en Colombia, se han generado perturbaciones sociales e impunidad por el déficit 
de justicia, déficit que ha atropellado los (Derechos Humanos) de gran parte de la población 
considerada altamente vulnerable, llegando incluso a dar paso al surgimiento de los llamados 
“Falsos, Positivos”, asunto de enorme trascendencia que involucra de manera grave al llamado 
Estado Social de Derecho, que contrario sensu, está en la obligación de cuidar la honra y los 
bienes jurídicos tutelados de la población que lo integra.  
 
La impunidad ha sido uno de los grandes problemas de la justicia a través de la historia. F, 
fueron muchas las circunstancias que estropearon los intentos de erradicarla, los intereses 
particulares de los diferentes órganos nacionales, y la debilidad de las instituciones que 
administran justicia en el país, se interponen en el camino que conduce a la reparación de las 
víctimas, olvidando que el fin primordialúnico de los postulados del posconflicto es la obtención 
verdad, justicia, reparación y la garantía de no repetición en los casos de ejecuciones 
extrajudiciales. 
 
Como consecuencia del mencionado conflicto, el Estado Colombiano a través del 
establecimiento de políticas de seguridad nacional, cuyo origen data de la Ley 684 del 13 de 
aAgosto del 2001 relativa a la seguridad y defensa nacional, pretendió en el afán por mostrar 
resultados de su gestión orientada hacia la búsqueda de una paz “estable y duradera”, ordenar la 
puesta en práctica de acciones sistemáticas, cuyo objetivo principal era la lucha contra el 
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narcotráfico y la protección de la población civil a través del fortalecimiento de las fuerzas 
militares, así como la erradicación de grupos insurgentes al margen de la ley, validando todo 
mecanismo tendiente a lograr tales objetivos, incluso llegando a vulnerar los Derechos Humanos, 
construyéndose así en la mente de los Colombianos que, como evidencia del éxito en la guerra, 
debían presentarse numerosas bajas del “enemigo” en combate, ocasionando una irremediable 
vulneración al tejido social. 
 
Es por ello que surgen los llamados “Falsos Positivos”, que son definidos por la Ccorte 
Constitucional como “(…) la ejecución extrajudicial de civiles para ser presentados como 
insurgentes pertenecientes a grupos armados al margen de la ley (…)” (Corte Constitucional. 
Sentencia T-535 del 2015). 
 
Por otra parte,  y por el CINEP los relaciona como:  
 
“(…) casos reportados por unidades de la fuerza pública como resultados 
positivos en la acción contra grupos armados ilegales y que son reportados en los 
informes oficiales como “muertos en combate” de actores insurgentes y otras 
acciones legítimas de guerra según el DIH (…)”. (Centro de Investigación y 
Educación Popular, 2009).   
 
Estos tienen Cuyo como eje coyuntural tuvo lugar en el año 2008, con la evidencia de los 
homicidios de 16 jóvenes oriundos del municipio de Soacha - Cundinamarca, los cuales fueron 
sustraídos de su domicilio para posteriormente ser presentados como bajas en combate, en la 
“lucha” contra los grupos insurgentes al margen de la ley.     
 
En el año 2013 mediante sentencia del Tribunal Superior de Cundinamarca, registrada bajo 
el radicado 54498-60-01-135-2008-80006-05, se analizó a profundidad el caso de Fair Leonardo 
Porras Bernal, quien fue uno de los jóvenes sustraídos de su domicilio en el municipio de Soacha 
en el año 2008, con el propósito de ser entregado a miembros de la brigada No. 15 del Batallón 
“Santander” del Ejército Nacional, para ser reportado como dado de baja en combate, 
constituyéndose como el primer caso en que se evidenció un conflicto entre jurisdicciones que 
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devino en la falta de claridad en el juez natural competente para juzgar a los autores y coautores 
de los hechos, y en el establecimiento del tipo penal adecuado, puesto que por la calidad que 
ostentaban, y los delitos cometidos, no existía claridad para definir si se resolvía bajo la 
Jurisdicción Ordinaria en su especialidad Penal por los delitos de desaparición forzada agravada, 
homicidio agravado, concierto para delinquir agravado y falsedad ideológica en documento 
público, o bajo la Jurisdicción Especial Militar, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 2 
de la ley 522 de 1999, donde se tipifican los delitos relacionados con el servicio como aquellos 
cometidos por los miembros de la fuerza pública, derivados del ejercicio de la función militar o 
policial; y el artículo 195 de la misma, que señala que cuando un miembro de las fuerzas 
castrenses en servicio activo y en relación con el mismo servicio, cometa delito dispuesto en el 
código penal ordinario o leyes complementarias, será investigado y juzgado de conformidad con 
las disposiciones del Código Penal Militar, con el argumento que bajo esos presupuestos, y 
gozando del fuero penal militar, éstos delitos debían ser juzgados por Tribunales Militares 
Especializados.  
 
Luego de efectuar las consultas correspondientes al Consejo Superior de la Judicatura – Sala 
Jurisdiccional Disciplinaria, con el fin de establecer la jurisdicción que debía conocer del caso en 
particular, se determinó que, teniendo en cuenta los tipos penales bajo los cuales fueron acusados 
y condenados los autores y coautores de este hecho, de conformidad con el artículo 3 del Código 
Penal Militar, modificado por la Ley 1407 del 2010, éstos son delitos no relacionados con el 
servicio, y por ende, deben ser juzgados en definitiva, por la Jurisdicción Ordinaria en su 
Especialidad Penal.    
 
Posteriormente, a través de la sentencia T-535 del 2015, donde se resuelve la petición de las 
madres de los jóvenes Víctor Lozada y Oscar Bravo, dirigida al Ministerio de Defensa - Ejército 
Nacional por Acción de Reparación Directa, con ocasión de la sustracción de aquelloséstos de su 
domicilio ubicado en la Vereda de Brazuelos – Tolima, y homicidio de los mismos, quienes 
posteriormente fueron reportados como miembros de grupos al margen de la ley dados de baja en 
combate, cuyas pretensiones fueron negadas en segunda instancia bajo el argumento de no 
configurarse falla en el servicio, ni incurrir en vulneración de Derechos Humanos, la Corte 
Constitucional, luego de analizar el caso en concreto, dejó sin efectos aquellas sentencias que 
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negaban las pretensiones de las accionantes, y en su lugar, dejó en firme aquella que concedía a 
su favor la acción de reparación directa, haciendo énfasis en que aun cuando las ejecuciones 
extrajudiciales como conducta antijurídica, no se encuentran taxativamente denominadas en el 
ordenamiento jurídico tradicional, han adquirido sus características relevantes a partir de los 
instrumentos internacionales, pudiendo así constituir un crimen de lesa humanidad de 
conformidad con lo dispuesto en el Estatuto de Roma, cuyo comportamiento consiste en 
el homicidio deliberado de una persona protegida, por parte de agentes del Estado que se valen 
del poder estatal para justificar la comisión del hecho punible (Corte Constitucional. Sentencia 
T-535 del 2015).  
 
Sin embargo, a pesar de estos importantes avances jurisprudenciales para el juzgamiento de 
los casos de “Falsos Positivos” en el país, a la fecha, según información suministrada por la 
Fiscalía General de la Nación – Subdirección de Políticas Públicas y Estrategia Institucional, se 
han presentado entre los años 2008 y 2016, 597 actuaciones de formulación de imputación en 
todo el país, 390 escritos de acusación por casos de homicidios presentados como baja por fuerza 
pública; y de acuerdo a lo consignado en el informe sobre las actividades de examen preliminar 
emitido por la Fiscalía de la CPI hasta febrero del 2016 “los tribunales colombianos habían 
dictado tan solo 817 sentencias condenatorias c 
 
ontra 91 miembros de las fuerzas armadas por casos de falsos positivos; a julio del 2016, la 
Fiscalía General de la Nación estaba investigando 2.241 casos de ejecuciones extrajudiciales por 
parte de las fuerzas armadas, por un total de 4.190 víctimas” (El Colombiano, 2016), lo cual 
contraviene diferentes disposiciones tales como la Ley 975 del 2005 de Justicia y Paz, 
modificada por la Ley 1592 del 2012, el Acto Legislativo 01 del 2016, y el reciente Acto 
Legislativo 01 del 2017, entre otras, desconociendo los derechos de las víctimas y privándolas de 
sus fines mismos de verdad, justicia, reparación, y garantía de no repetición, bajo el marco del 
posconflicto. 
 
En aras de buscar un mecanismo que permita juzgar de manera efectiva estos casos, y 
acudiendo a instancias internacionales, de conformidad con los convenios suscritos por 
Colombia y lo dispuesto en el artículo 93 de la Constitución Política de 1991, surge el siguiente 
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interrogante: ¿Actualmente se cumplen los presupuestos para solicitar la intervención de la 
«¿Corte Penal Internacional (C. P. I)» como instancia efectiva para la NO impunidad, y 
sanción de los responsables de casos de “Falsos, Positivos”, con ocasión de la insurrección 
armada interna en Colombia de los años 2008 - 2016? 
 
Esta investigación pretende establecer que en efecto se cumplen las condiciones materiales, 
de competencia, admisibilidad y de interés de la justicia, para solicitar la inmediata intervención 
de «la Corte Penal Internacional», , con la finalidad que se encargue de investigar y juzgar a los 
autores materiales e intelectuales de los casos de “Falsos, Positivos” ocurridos en Colombia, 
teniendo como punto de partida los informes presentados por la «Fiscalía de «la Corte Penal 
Internacional» en los años 2012, 2014 y 2016. Sin embargo, a la fecha las condenas que se han 
producido como consecuencia de esos delitos han sido por parte de la CIDH, [NHJ1][NAGC2]y 
dirigidas al Estado Colombiano, y no a los autores en particular, generando como resultado el 
incumplimiento por parte de dicho Estado en el compromiso de orientar sus esfuerzos al 
juzgamiento de los verdaderos responsables, buscando como fines únicos la verdad, justicia, y 
resarcimiento que exigen las «víctimas».  
 
La presente investigación tiene como objetivo general evidenciar que actualmente se cumple 
con todos los presupuestos previstos por la «Corte Penal Internacional» para su inmediata 
intervención, con el fin de llevar a cabo la investigación y juzgamiento de los responsables tanto 
materiales como intelectuales de los casos de “Falsos, Positivos”, los cuales fueron consecuencia 
de la insurrección armada interna en Colombia, siendo éste órgano una instancia efectiva para la 
NO impunidad. Ésta investigación se desarrolla bajo una metodología multimodal o mixta con 
enfoque socio jurídico, enriquecida de diferentes fuentes que permiten desarrollar objetivos 
específicos como son: analizar las disposiciones internas utilizadas para juzgar e investigar 
ejecuciones extrajudiciales perpetradas por miembros de la fuerzas castrenses de Colombia, 
teniendo en cuenta que en la actualidad éstos son reconocidos como crímenes de Lesa 
Humanidad por la Corte Constitucional, y diferentes organismos internacionales; determinar los 
mecanismos de control contenidos en la Carta Política Colombiana para validar la intervención 
de un tribunal como lo es la «Corte Penal Internacional», en busca de responsabilizar a los 
autores materiales e intelectuales de los delitos de desaparición forzada y crímenes de lesa 
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humanidad, atendiendo a lo dispuesto en las consignas del derecho internacional y derecho 
interno, conforme lo consagrado en los convenios ratificados por Colombia; y finalmente, 
establecer el papel de la «Jurisdicción Especial para la Paz» como herramienta para la búsqueda 
de verdad, justicia, reparación y garantía de no repetición para las víctimas de los casos de 
“Falsos, Positivos”, teniendo en cuenta su entrada en vigencia a través del Acto Legislativo 01 
del 2017, y su aplicación bajo el contexto del Marco Jurídico para la Paz. 
 
Asimismo, contiene dentro de su desarrollo el método inductivo – deductivo, puesto que el 
estudio de la situación socio jurídica problémica permite identificar, a través de un hecho 
singular como las ejecuciones extra - judiciales en Colombia, una solución plausible que para el 
caso en concreto, corresponde a la necesidad de una inminente intervención por parte de la 
«Corte Penal Internacional (C.P.I)» de acuerdo con la realidad social del país, debido a la falta de 
juzgamiento de los mismos.  
 
La actual investigación, además, se realizó desde el enfoque de una investigación Socio-
jurídica, pues a través del estudio de las diferentes disposiciones que en el transcurrir de los años 
han rodeado los hechos de ejecuciones extrajudiciales en Colombia, específicamente los casos de 
“Falsos Positivos”, es posible evidenciar su influencia en la vida social y los efectos en la 
misma, siendo así fundamental que estos casos sean juzgados buscando satisfacer la necesidad de 
justicia y seguridad jurídica. 
 
La Universidad Libre a través de su misión y visión permite a sus estudiantes el desarrollo 
de proyectos de investigación sobre problemas socio jurídicos actuales, buscando mantener 
incólume el compromiso frente a la construcción de un mejor país, a través de una conciencia 
crítica acorde a las necesidades funcionales de la sociedad, compromiso que en el presente 
proyecto de investigación, se refleja en la necesidad de determinar la real afectación que han 
sufrido los derechos de las víctimas, y su reparación a través de la intervención de organismos 
internacionales completamente investidos de las facultades necesarias para investigar y juzgar a 
los responsables de la comisión de delitos de lesa humanidad. 
 
Este trabajo se desarrolla en tres capítulos, en el primero de ellos se realiza el análisis y 
contextualización del problema socio jurídico objeto de investigación, a través del desarrollo de 
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los objetivos generales y específicos planteados, desde una perspectiva histórica, descriptiva y 
analítica, evaluando el papel fundamental de la Carta Política de 1991, el Bloque de 
Constitucionalidad y los diferentes tratados suscritos y ratificados por Colombia, como 
herramientas para dar una solución efectiva a la situación problémica planteada, abordando 
cronológicamente los acontecimientos trascendentales en lo que respecta a las desapariciones 
forzadas, crímenes de lesa humanidad y ejecuciones extrajudiciales que han tenido lugar en el 
país.  Asimismo, se busca exponer mediante el desarrollo del estado del arte, las diferentes 
investigaciones que aportan a la presente puntos de vista novedosos y objetivos que permiten 
corroborar la hipótesis.   
 
El segundo capítulo se centra en la conceptualización de la pregunta de investigación. P,  
pretende a partir del problema socio jurídico expuesto y la ruptura del mismo, evidenciar de una 
manera objetiva que, debido a la dilación del juzgamiento en los casos de “Falsos Positivos” por 
parte de instancias judiciales nacionales competentes, se hace necesario, bajo el marco de las 
políticas de posconflicto, la inmediata intervención de la «Corte Penal Internacional (C.P.I)» 
como instancia efectiva para la no impunidad, argumentando, basados en las disposiciones del 
Estatuto de Roma y la Carta Política de 1991, la capacidad de esta para «investigar, juzgar y 
sancionar crímenes de lesa humanidad» en el país, bajo el sustento jurisprudencial, las 
disposiciones contenidas en la ley y los principios internacionales.   
 
Finalmente, el Capítulo Tercero busca mediante la corroboración de la hipótesis de 
investigación, establecer la efectividad que puede llegar a tener la intervención de la «Corte 
Penal Internacional»Corte Penal Internacional, para llevar a cabo la investigación y juzgamiento 
de los casos de “Falsos Positivos que continúan sin ser resueltos, como instancia efectiva 
cuando la jurisdicción interna, aun siendo suficiente, no es eficaz en su accionar y el despliegue 
de su competencia, para condenar a los autores materiales e intelectuales, y procurar  el 
resarcimiento a las familias de las víctimas en estos casos bajo el marco del posconflicto y las 
disposiciones nacionales sobre la paz. L, lo anterior a través de una triangulación metodológica 
que tiene como eje central recuperar el valor de la justicia que se ha perdido como consecuencia 




Con este proyecto de investigación se pretende contextualizar al lector sobre el entorno 
social, histórico y jurídico que rodea los casos de “Falsos, Positivos” en el país, invitándolo ae 
queque, a través de un punto de vista crítico, forme su propia concepción acerca de la 








CAPÍTULO I  
CONTEXTUALIZACIÓN DEL PROBLEMA DE INVESTIGACIÓN  
 
“Allí Donde Toques, La Memoria Duele” (Yeoryos Seferis) 
 
Colombia es un país que, debido a diferentes fenómenos políticos, sociales y económicos, ha 
gestado escenarios de conflicto que han dejado como resultado la vulneración de derechos 
fundamentales de gran impacto para la mayor parte de la población. En los últimos años se han 
evidenciado hechos que por la naturaleza con que se constituyeron, aterrorizaron y alarmaron al 
país.  
 
De acuerdo con Germán Guzmán (1968), la época de la violencia comprendida entre los 
años 1946 y 1959, es reconocida como un periodo clave para entender los hechos objeto de 
análisis.  Se distinguió por el exterminio de sectores populares que luchaban por un cambio 
social, la posibilidad que un dirigente que perteneciera a la clase popular llegara a la presidencia, 
como es el caso de Jorge Eliécer Gaitán, produjo gran desconfianza en la clase política del país, 
ocasionando una oleada de asesinatos que buscaban erradicar cualquier posibilidad que éste 
candidato llegara al poder. El exterminio del movimiento Gaitanista inició en 1946 y siguió con 
el asesinato del candidato Liberal en 1948, hecho que generó una de las etapas más escalofriantes 
en cuanto a ejecuciones contra la población civil se trata, especialmente en el sector rural, por lo 
que se crearon desde el Estado grupos especializados, como la “policía chulavita” o escuadrones 
asesinos llamados “pájaros” en el Valle del Cauca.  
 
El estudio más relevante acerca de este periodo fue realizado por Monseñor Germán 
Guzmán Campos, en el que se cuantifican cerca de 179.820 muertes violentas, contando 134.820 
de manera directa y otras 45.000 en las zonas rurales o por desnutrición provocada por la 
situación de violencia (pp. 345 - 346).   
 
Se crea y concibe el paramilitarismo en 1978 bajo la política de Defensa Nacional, con el fin 
de realizar las maniobras catalogadas como ilícitas por el derecho interno e internacional, sin que 
ello ocasionara la deslegitimación del Estado. Es en esta época que el gobierno colombiano a 
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través de las fuerzas Armadas implementó la Doctrina de Seguridad Nacional, aquella que fue 
insignia del Estado Colombiano a través de diferentes normas, como el Decreto Nº 3398 de 
1965, luego convertido en legislación permanente por la Ley Nº 48 de 1968, doctrina que tenía 
como objetivo principal, movilizar todo el aparato estatal y la sociedad en torno a aspectos 
político - militares para combatir las nuevas fuerzas insurgentes; manuales de instrucciones 
generales para operaciones de contraguerrillas del Comando General del Ejército, entre otros, 
elaborados bajo las disposiciones de la Resolución No. 005 de 1969, permitieron la creación las 
juntas de autodefensa y el reglamento de combate contraguerrilla, poniendo en marcha claras 
maniobras en contra de agrupaciones insurgentes, apoyando la constitución de grupos armados 
de civiles, y su participación en las operaciones militares (Alcántara & Ibeas, 2001, pp. 249-
260). 
 
Los trágicos acontecimientos narrados por Renán Vega, (2015) en relación con los sucesos 
que se han desarrollado en Colombia, están bajo la sombra y complicidad de las Fuerzas 
Militares, ejemplo de ello es la toma al Palacio de Justicia, hecho que aconteció entre los días 6 y 
7 de noviembre de 1985, donde miembros pertenecientes al grupo beligerante M-19 ingresaron al 
Palacio de Justicia con el argumento de realizar un juicio público al gobierno de Belisario 
Betancourt, quien había incumplido los acuerdos de paz firmados un año antes; 28 horas después 
agentes de las Fuerzas Armadas, ante la conflagración que tuvo lugar en el Palacio, lo cual dejó 
un centenar de muertos, tomó bajo aprehensión 12 personas, decisión que se tomó bajo la 
premisa del artículo 28 de la Constitución Política de 1886, quienes en primera instancia fueron 
trasladadas a la Casa del Florero, y posteriormente conducidas a instalaciones militares, donde 
según se data, fueron torturadas y luego desaparecidas (pp.1-2). Tales hechos aún no se han 
esclarecido por completo, puesto que las circunstancias y la falta de pruebas continúan siendo un 
impedimento para juzgar a los verdaderos responsables de tan atroz acontecimiento que quedará 
por siempre en la memoria del país, y es solo hasta el año 2014, que la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos condena al Estado Colombiano a reparar las víctimas con una cuantiosa 
suma, pero sin avance alguno acerca de la condena de los autores materiales e intelectuales.  
 
Posteriormente ocurrió la desaparición de 19 comerciantes y La masacre de la Rochela.  La 
primera se desarrolló el 8 de octubre de 1987 en el municipio de Cimitarra – Santander, donde 19 
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comerciantes fueron torturados y desaparecidos por miembros del Ejército y de grupos 
paramilitares, quienes operaban libremente en la zona. Según se relata, los 19 comerciantes 
transportaban armas para las guerrillas, razón por la que se justificó el ataque.  Este proceso fue 
llevado a instancias internacionales donde se demostró una falla del Estado Colombiano, debido 
a que los comerciantes sólo transportaban su mercancía. La segunda masacre tuvo lugar el 18 de 
enero de 1989 en la cual, un grupo de paramilitares junto con la brigada XIV del Ejército, 
ejecutaron a un cuerpo de funcionarios judiciales mientras cumplían una diligencia probatoria en 
el corregimiento de “La Rochela”, en el bajo Simacoa del Departamento de Santander (Memoria 
y Dignidad, s.f.). 
 
Es a partir del año 2002 que se evidencian en mayor medida las prácticas adoptadas dentro 
de personal militar para lograr el cumplimiento de lo dispuesto en las políticas de "Seguridad", 
deviniendo ello en una compensación a través vacaciones, medallas y otra serie de recompensas 
(Corte Penal Internacional, 2012, p. 34) generando a través de estas directivas una oleada de 
asesinatos ejecutados de forma sistemática, que en la práctica fueron erróneamente dirigidos 
contra la población civil, especialmente aquella situada en zonas rurales del país.  Lo anterior 
amparado por la Directiva Ministerial No. 29 del 2005 a la que se le dio vigencia permanente, al 
igual que el Decreto No. 1400 de 2006 también conocido como Decreto “Boina”, bajo el cual se 
ofrecía bonificación a los miembros de las fuerzas castrenses por la participación en los 
operativos de alto impacto nacional en los cuales se lograría la captura de cabecillas de rangos I 
y II, y cuya bonificación tenía un tope de 12 S.M.M.L.V; éste fue derogado por el Decreto No. 
1664 de 2007, que surge como respuesta a la necesidad de establecer diferentes medidas para 
regular el ya instaurado sistema de recompensas, indicando al personal militar no asesinar 
personas amparadas por el Estado, y que las recompensas sólo se otorgarían a aquellos a quienes 
produjeran resultados determinantes en procesos específicos de importancia nacional (García, 
2012) 
 
Ahora bien, en el marco internacional, la Fiscalía de la CPI, desde el año 2004 ha realizado 
un análisis de la situación en Colombia, ello debido a 114 comunicaciones recibidas bajo el 
contexto del artículo 15 del Estatuto de Roma, donde particulares denuncian la comisión de 
crímenes de Lesa Humanidad que, por su naturaleza, desarrollo y respuesta por parte del Estado, 
son de total competencia de la CPI, razón por la cual en el año 2005 presentó al Estado 
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Colombiano un informe acerca de esta situación (Comisión Colombiana de Juristas, 2012), 
poniéndole en sobre aviso de una posible intervención. 
 
A partir de este análisis, la Fiscalía ha encontrado evidencia importante que arroja como 
resultado que en el periodo comprendido entre los años 2004 y 2008, ocurrieron con mayor 
frecuencia los hechos relacionados con los casos de “Falsos Positivos”, y que todos estos 
asesinatos fueron perpetrados por miembros de fuerzas castrenses mancomunados con 
paramilitares, de acuerdo con la política de Estado vigente al momento de su comisión 
(Comisión Colombiana de Juristas, 2012, p. 3).  
 
Es en el año 2005, cuando el Congreso de la República aprueba la Ley 975, un mecanismo 
de justicia transicional, cuyo objeto es lograr la desmovilización de grupos al margen de la ley y 
que, entre otras cosas, propone establecer prioridades entre los casos a juzgar, asunto que viene a 
ser objeto de análisis de la sala especializada creada para tales fines, y que se conocería como 
Sala de Conocimiento de Justicia y Paz.  Bajo el contexto de ésta situación y de acuerdo al 
informe de lLa Oficina del Alto Comisionado para los Derechos Humanos (ACNUDH), en este 
año aumentaron considerablemente las acusaciones de ejecuciones extrajudiciales en el país, y 
que fueron juzgadas de forma indebida por la Jurisdicción Especial Penal Militar, hechos que 
para la ACNUDH constituyen indicio de responsabilidad por parte de superiores jerárquicos, y 
prueban que éste aumento se debe a directivas como la N° 29, que previó el pago de 
recompensas por el suministro de información eficaz que permitiera la captura de líderes de 
grupos al margen de la ley, y que luego de las investigaciones por parte de organismos 
internacionales, tales directivas tuvieron que ser derogadas y/o modificadas, confirmándose la 
drástica disminución de muertos en combate llamados “Falsos Positivos” en el periodo 
comprendido entre el año 2009 y 2011 (Comisión Colombiana de Juristas, 2012, p. 3).  
 
En el año 2012, el Congreso aprobó el Marco Legal para la paz que buscó establecer 
prioridades para la gestión y juzgamiento de determinados casos que fueran considerados como 
relevantes bajo la Directiva 001 del mismo año, expedida por la Fiscalía General de la Nación, 
suspendiendo algunas sentencias en curso, y renunciando a la persecución penal de todos los 
casos no seleccionados (Comisión Colombiana de Juristas, 2012, p. 66), hecho que reconoce la 
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Fiscalía de la CPI podría generar una brecha de impunidad, salvo que complementariamente se 
establecieran diversos mecanismos para garantizar que estos casos que se dejan en “segundo 
plano”, sean analizados y juzgados con posterioridad.  Resalta también la Fiscalía de la CPI que 
existen diferentes inconsistencias como demoras en el juzgamiento, duración prolongada de 
audiencias iniciales, incumplimiento de plazos establecidos, extradiciones, y cambio de fiscales y 
funcionarios de forma continua y repetitiva. 
 
El 16 de marzo del 2012 se propuso un proyecto de Ley que pretendía lograr la reforma de 
los artículos 116, 152 y 221 de la Constitución Política, buscando ampliar la competencia de los 
tribunales militares para que éstos contaran con el poder y autonomía suficientes para juzgar y 
decidir sobre los casos de “Falsos positivos” en Colombia, surtiendo para aquel entonces seis  de 
los ocho debates requeridos para su aprobación, sobre lo cual mandatarios encargados de 
procedimientos especiales del Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, 
publicaron un documento solicitando la reconsideración por parte del Estado Colombiano sobre 
tal reforma por cuanto concedería al fuero penal militar competencia exclusiva sobre crímenes de 
Derecho Internacional Humanitario y Derechos Humanos, obstaculizando  la categorización de 
Crímenes de Lesa Humanidad que tales hechos requieren para su correcto juzgamiento 
(Comisión Colombiana de Juristas, 2012, p. 72) 
 
Una de las razones por las cuales la CPI no consideró pertinente desplegar su 
competencia,(señala en su informe del año 2012) no consideró pertinente desplegar su 
competencia, es porque hasta ese año habían sido juzgados 218 miembros de las FARC y el 
ELN, sin embargo tales juzgamientos obedecen a los tipos penales de desplazamiento forzado, 
toma de rehenes, tortura, parapolítica, reclutamiento de niños, secuestro y violación, y que en lo 
concerniente a los casos de “Falsos Positivos”, la Fiscalía General de la Nación se encontraba 
investigando 1.669 casos en Colombia, con más de 2.896 víctimas, de los cuales sólo se han 
llevado a cabo únicamente 52 condenas, cuyas sentencias van de 24 meses a 51 años de prisión 
(Comisión Colombiana de Juristas, 2012, p. 7). Las investigaciones para aquel entonces estaban 
desarrollándose y la Fiscalía de la CPI, aun cuando no consideróo pertinente una intervención, 
estableció unos criterios que serían analizados a partir de la fecha para realizar un seguimiento 
puntual, con el fin de determinar si la nueva normatividad y los diferentes cambios legislativos 
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que pretendía poner en marcha el país, no obstruyen la búsqueda de justicia, verdad y reparación, 
teniendo como objetivo principal la procura de los Derechos Humanos. 
 
En el año 2014 la Fiscalía de la CPI presenta un tercer informe preliminar, donde señala que 
ha solicitado cifras sobre el avance en las investigaciones y juzgamiento de los autores de los 
casos de “Falsos Positivos”, y disposiciones sobre Justicia Transicional a la fecha, y acordó 
realizar de nuevo una misión en el año 2015 con el fin de continuar con el seguimiento.  Señala 
que en la misión de ese año el Estado Colombiano ha intentado priorizar las investigaciones y 
enjuiciamiento de aquellos autores de conductas especialmente relevantes, y que seguirá de cerca 
el desarrollo del Marco Jurídico para la Paz, como también el desarrollo legislativo relevante 
establecido con la finalidad de Investigar y Juzgar los casos de “Falsos Positivos” en el País 
(International Criminal Court, 2014, p.2).  
 
Finalmente, en el año 2016 la Fiscalía de la CPI reitera que la ratificación del Estatuto de 
Roma por parte del Estado Colombiano fue en agosto del año 2002, por lo que su competencia 
radica en acontecimientos que tuvieron lugar a partir del 1 de noviembre del mismo, sin tener en 
cuenta aquellos relativos a crímenes de Guerra, sobre los cuales tiene competencia a partir del 1 
de noviembre del año 2009 de conformidad con la declaración del País en lo que respecta al 
artículo 124 del mismo Estatuto. La Fiscalía también afirma que existen fundamentos 
completamente razonables para establecer que desde el 01° de noviembre del año 2002 se han 
cometido crímenes de Lesa Humanidad y que, desde el 01° de noviembre del año 2009 se han 
cometido crímenes de guerra, todo bajo lo dispuesto en el Estatuto de Roma.   
 
Señala además un acontecimiento muy importante: la firma de un Acuerdo Final entre el 
Gobierno y las FARC-EP para la terminación del conflicto y la construcción de una paz estable y 
duradera luego de 4 años de negociaciones (International Criminal Court, 2016. p.2)., que entre 
otros, contempla la creación de nuevas disposiciones especialmente enfocadas en el 
cumplimiento del deber del que tiene el Estado colombiano de perseguir, investigar, esclarecer, 
perseguir, juzgar y sancionar las graves violaciones que se presentan en el escenario de a los 
Derechos Humanos y las graves infracciones al Derecho Internacional Humanitario (DIH) que 
tuvieron lugar en el contexto y en su razón den el desarrollo del conflicto interno armado 
(Oficina de Alto Comisionado para la Paz, 2015), siendo el eje central de las mismas el derecho 
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a la verdad, justicia, reparación y no repetición de las víctimas. (Oficina de Alto Comisionado 
para la Paz, 2015) 
 
Asimismo, durante el periodo en que realizó los diferentes informes, la Fiscalía de la CPI 
recopiló información suficiente para identificar los casos potenciales y analizar la admisibilidad 
de los mismos; también identificó que para febrero del año 2016, los tribunales Colombianos han 
dictado 817 sentencias condenatorias contra 961 miembros de las fuerzas armadas por casos de 
“Falsos Positivos” y que, para el mes de julio la Fiscalía General de la Nación estaba 
investigando 2.241 casos de ejecuciones extrajudiciales por parte de las mismas para un total de 
4.190 víctimas.  Sin embargo, la Fiscalía no ha recibido información detallada de tales procesos 
(International Criminal Court, 2016, p.5), lo cual deja como resultado que continuará realizando 
el seguimiento a las actividades del Gobierno Nacional, y que solicitará el detalle de todos los 
procesos de investigación y juzgamiento, para poder analizar los resultados en concreto, y 
efectuará una cuidadosa revisión de los acuerdos firmados en relación con el proceso de Paz 
(International Criminal Court, 2016, p.9).  
 
En aras de buscar un mecanismo que permita juzgar de manera efectiva estos casos, y 
acudiendo a instancias internacionales, de conformidad con los convenios suscritos por 
Colombia y lo dispuesto en el artículo 93 de la Constitución Política de 1991, surge el siguiente 
interrogante: ¿Actualmente se cumplen los presupuestos para solicitar la intervención de la 
«¿Corte Penal Internacional (C. P. I)» como instancia efectiva para la NO impunidad, y 
sanción de los responsables de casos de “Falsos, Positivos”, con ocasión de la insurrección 
armada interna en Colombia de los años 2008 - 2016? 
 
Con la solución al problema socio jurídico planteado se pretende como objetivo general 
evidenciar que actualmente se cumple con todos los presupuestos previstos por la ««Corte Penal 
Internacional»» para su inmediata intervención, con el fin de que se llevaren aa cabo las 
investigacióones y juzgamiento de los responsables tanto materiales como intelectuales de los 
casos de “Falsos, Positivos”, los cuales fueron consecuencia de la insurrección armada interna en 
Colombia, siendo éste órgano una instancia efectiva para la NO impunidad; y como objetivos 
específicos  analizar las disposiciones internas utilizadas para juzgar e investigar ejecuciones 
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extrajudiciales perpetradas por miembros de la fuerzas castrenses de Colombia, teniendo en 
cuenta que en la actualidad éstos son reconocidos como crímenes de Lesa Humanidad por la 
Corte Constitucional, y diferentes organismos internacionales; determinar los mecanismos de 
control contenidos en la Carta Política Colombiana para validar la intervención de un tribunal 
como lo es la «Corte Penal Internacional» Corte Penal Internacional, en busca de responsabilizar 
a los autores materiales e intelectuales de los delitos de desaparición forzada y crímenes de lesa 
humanidad, atendiendo a lo dispuesto en las consignas del derecho internacional y derecho 
interno, conforme lo consagrado en los convenios ratificados por Colombia; y finalmente, 
establecer el papel de la «Jurisdicción Especial para la Paz» como herramienta para la búsqueda 
de verdad, justicia, reparación y garantía de no repetición para las víctimas de los casos de 
“Falsos, Positivos”, teniendo en cuenta su entrada en vigencia a través del Acto Legislativo 01 
del 2017, y su aplicación bajo el contexto del Marco Jurídico para la Paz. 
 
Ahora bien, partiendo del hecho que las condiciones materiales, de competencia, 
admisibilidad y de interés de la justicia, se cumplen a cabalidad, lo cual se puede determinar a 
través de los siguientes presupuestos: 1). A través del artículo 93 de la Constitución política se 
permitió la activación de la competencia de mecanismos internacionales como el Estatuto de 
Roma, de forma complementaria, en aras de evitar la comisión de crímenes de especial 
relevancia para el DIH; 2). Se cometieron crímenes de competencia de la CPI de conformidad 
con los artículos 5 al 8 del Estatuto de Roma, estando revestidos de absoluta gravedad puesto que 
fueron dirigidos contra población civil protegida por el DIH, 3). Aun cuando existen 
investigaciones y enjuiciamientos en curso cuya autenticidad ha sido evaluada al pasar de los 
años por la misma Fiscalía de la CPI, tales no han sido suficientes, afirmación que tiene su 
sustento en los informes presentados por la «Fiscalía de la Corte Penal Internacional» durante los 
años 2012, 2014 y 2016 y 4) la renuencia e imposibilidad por parte del Estado Colombiano para 
llevar a cabo la investigación y juzgamiento de los autores materiales e intelectuales de estos 
delitos, configurados a través de la comisión de crímenes de guerra y lesa humanidad, poniendo 
de presente que a la fecha las condenas han sido dirigidas en su mayoría al Estado Colombiano, y 
no a tales autores en particular, generando como resultado el incumplimiento por parte de dicho 
Estado en el compromiso de orientar sus esfuerzos al juzgamiento de los verdaderos 
responsables, es posible afirmar que se puede solicitar la inmediata intervención de un Tribunal 
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como la CPI, con la finalidad que ésta se encargue de investigar y juzgar directamente a los 
autores materiales e intelectuales de los casos de “Falsos, Positivos” ocurridos en Colombia 
durante los años 2008 y 2016,  buscando como fines únicos la verdad, justicia, reparación y 
garantía de no repetición que exigen las «víctimas».  
 
La Carta Política de 1991 como norma de normas en Colombia, con sus disposiciones sobre 
Derechos Humanos en el artículo 12 y capítulos I y IV De los Derechos Fundamentales y de la 
Protección y Aplicación de los Derechos, correspondientes al Título II de los Derechos, las 
Garantías y los Deberes, así como el Bloque de Constitucionalidad en su artículo 93, establece 
importantes pautas para permitir que la CPI pueda llegar a investigar y juzgar los casos de 
“Falsos Positivos” en el país. 
 
El artículo 12 de la Constitución Política, en concordancia con el artículo 165 del Código 
Sustantivo Penal del año 2000 establecen y conceptualizan la desaparición forzada, 
clasificándola como una conducta hecho punible, indicando así el castigo que debe tener el 
sujeto activo que cometiere dicha conducta, pues aquella persona perteneciente a un grupo 
beligerante, particular o servidor público que someta a otra persona a la privación de su libertad, 
negándose a reconocer tal privación, y no otorgue información alguna acerca de su paradero, 
incurrirá en prisión y se hará acreedor de la privación para el ejercicio de funciones públicas; lo 
anterior sujeto al agravante producto de la muerte de la persona sometida a desaparición forzada.   
 
Ahora bien, el artículo 93 de la Constitución Política del 1991 hace referencia a los tratados 
y convenios internacionales ratificados por el país, que conforman el Bloque de 
Constitucionalidad. C, cabe resaltar que la interpretación de lo concerniente a Derechos 
Humanos se debe realizar a la luz de los mismos.  Por lo anterior es necesario analizar las 
siguientes disposiciones: 
 
 Acto Legislativo 02 de 2001.  
 
Por medio del cual se adiciona un parágrafo al artículo 93 de la Constitución Política de 
Colombia de 1991, con el fin que el Estatuto de Roma hiciera parte del bloque de 
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constitucionalidad, y que la Corte Penal Internacional pudiera ejercer su jurisdicción en el país, 
indicando que este sólo tendrá efectos en la materia regulada en el mismo.  
 
 
 Sentencia C- 578 del 2002.   
 
En ésta la Corte Constitucional realizó control de constitucionalidad a la Ley 742 del 2002, 
conforme a lo establecido en el artículo 241, numeral 10 de la Constitución Política de Colombia 
de 1991.  Se resalta en esta sentencia, la importancia del Estatuto y la participación de Colombia 
como Estado parte.  En la votación fue uno de los países que sentó su posición a favor de la 
creación e implementación de un mecanismo seguro que propendiera por la paz mundial, 
suscribiendo la convención el 10 de diciembre de 1998, cuya refrendación se hizo a través de la 
modificación introducida bajo el Acto Legislativo 002 del 2001. 
 
La Corte Constitucional realizó un examen exhaustivo del Estatuto, no de forma tradicional, 
sino especial, estableciendo que el procedimiento con el cual se celebró el tratado y bajo el que 
se expidió la ley aprobatoria del mismo, se ajustaron a la Carta Política.  La Ccorte concluyó que 
la Ley 742 cumplió satisfactoriamente todas las etapas tanto en Cámara como en Senado, 
validando que se encuentra de conformidad con las normas constitucionales, y no incluye 
disposición extraña o difusa.  
 
Posterior a ello realiza un análisis íntegro del contenido del Estatuto, en el cual precisa que 
es el Estado quien debe juzgar las conductas descritas en los artículos 5 al 8 del mismo, y 
solamente cuando el Estado parte se abstenga de realizar investigación y/o juzgamiento, o 
presente incapacidad, es la CPI quien desplegara su competencia para hacerlo, así se entiende 
complementaria a la jurisdicción nacional. 
 
Cabe resaltar que al abordar los conceptos de competencia y admisibilidad para que la CPI 
inicie una investigación, la Corte Constitucional señala que se deben tener en cuenta cuatro 
criterios: 
 
 Ratione Materiae. Los tipos penales de conocimiento de la Ccorte. 
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 Ratione Temporis. Indica el momento de comisión de la conducta y a partir del cual puede 
conocer. 
 Ratione Loci. El lugar de la ocurrencia del hecho, si se puede o no ejercer su jurisdicción 
 Ratione personae. La procedencia de los sujetos que son parte de su jurisdicción.  
 
En cuanto al concepto de admisibilidad, hace referencia si la CPI al momento de ejercer su 
jurisdicción no atenta contra la soberanía que tiene un Estado; pues su competencia sólo se activa 
en los casos estipulados en el artículo 17, y su único fin es buscar la no impunidad.   
 
Es importante traer a colación el principio de imprescriptibilidad de los crímenes de 
competencia del Estatuto, pues se entendía en un principio que este iba en contravía de la Carta 
Política, que consagra en su artículo 28 inciso 3 “(...) En ningún caso podrá haber detención, 
prisión ni arresto por deudas, ni penas y medidas de seguridad imprescriptibles”, de igual 
manera, se consideraba que vulneraba los artículos 1 y 2 de la misma. Ahora, de conformidad al 
artículo 93 de la Carta Política, y el principio de imprescriptibilidad que contiene el Estatuto, la 
CPI puede investigar y juzgar conductas de cualquiera de los delitos mencionados del artículo 5 
al 8 del Estatuto de Roma en cualquier momento. 
 
Lo anterior permite interpretar que se puede activar la competencia de la CPI cuando se trate 
de crímenes de lesa humanidad como lo indica el artículo 7 en el literal 1 del Estatuto de Roma, 
que consagra la definición de Desaparición Forzada como la aprehensión, la detención o 
secuestro de una persona por parte de un Estado o una organización política, con la negativa de 
admitir la privación de la libertad o negarse a dar información sobre el paradero de la misma. 
 
La activación de la competencia de la corte de manera subsidiaria se puede llevar a cabo 
cuando el Estado en primer lugar, presente renuencia a juzgar a los autores de dichas conductas 
punibles como sucede en Colombia con las ejecuciones extrajudiciales presentes en los casos de 
“Falsos Positivos” o, cuando la normatividad interna sea insuficiente. Los legitimados para ello 
son principalmente las víctimas o la CPI de oficio. P, para ello se debe precisar que el tipo penal 




 Que sean ataques generalizados o sistemáticos, lo anterior responde a aparatos de estructuras 
organizadas ya sean bélicas o militares.  
 
 Que los ataques estén destinados u orientados a la población civil, es decir, que esta 
población de manera intencional sea el objetivo. 
 Que los ataques se fundamenten en una política de Estado u organización de poder.  
 
Es importante también mencionar el Protocolo II de 1977, adicionado a los convenios de 
Ginebra de 1949, en lo relativo a la protección de las víctimas del conflicto armado sin carácter 
internacional, en su Título IV artículo 13 titulado “Protección de la Población Civil”, que permite 
identificar el mandamiento de protección que se debe otorgar a la población civil en el desarrollo 
de un conflicto armado y la importancia de mantener a la misma alejada de las hostilidades, pues 
ésta no podrá ser objeto de ataque militar.  
 
 Convención Americana Contra “Desaparición Forzada”, agregada al Ordenamiento 
Interno Colombiano Mediante la Ley 707 de 1994. 
 
La Convención Americana contra la Desaparición Forzada del 09 de junio de 1994 consta de 
22 artículos, en los cuales el Estado colombiano se obliga a no practicar, permitir, ni tolerar la 
desaparición forzada de personas, conforme lo establecido en el artículo 1° de la misma. Cabe 
resaltar que en sus artículos 9 y 10 señala que aquellas personas que cometan dicho tipo penal 
sólo podrán ser juzgados por la jurisdicción de derecho común, en otras palabras, por la 
jurisdicción ordinaria en su especialidad penal, igualmente se resalta que jamás se debe entender 
que las acciones encaminadas a la desaparición forzada, son perpetradas en el ejercicio de la 
función militar, ni mucho menos se podrán dar privilegios para reducción de la pena. 
 
 Acuerdo final “Construcción de una paz estable y duradera”. 
 
Este surge el 24 de noviembre de 2016.  En su preámbulo, se refleja el arduo recorrido que 
se realizó para llegar a un acuerdo final, y resalta la misión del Presidente de la República en 




“(…) 1). “Reforma rural, 2). Participación política, 3). Cese al fuego y de 
hostilidades de forma definitiva con garantías de seguridad “, 4). Solución al 
problema de drogas 5). Víctimas” (…) "La terminación de la confrontación 
armada significó, en primer lugar, el fin del enorme sufrimiento que ha causado el 
conflicto. Son millones los colombianos y colombianas víctimas de 
desplazamiento forzado, cientos de miles los muertos, decenas de miles los 
desaparecidos de toda índole” (...) (Oficina del Alto Comisionado para la Paz, 
2016).  
 
El punto más relevante concerniente a la presente investigación, es el número 5. A, allí se 
contempla la creación de un “Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación y No repetición”, 
el cual busca que los actores del “conflicto armado” reconozcan su responsabilidad en las graves 
trasgresiones a los «Derechos Humanos y el Derecho Internacional Humanitario». Este sistema 
tendrá como fin principal una lucha contra la «impunidad»., Ppara ello estará compuesto por una 
comisión para el esclarecimiento de la verdad, buscando el conocimiento de la misma en los 
hechos ocurridos concernientes a las violaciones e infracciones. 
 
«La Jurisdicción Especial para la Paz (JEP)» tiene su fundamento en la independencia que 
reviste a Colombia, especialmente en la creación de jurisdicción (es) especial (es), conforme lo 
señalado por las Naciones Unidas. S, su finalidad es la aplicación de una justicia transicional con 
tendencia restaurativa, que tendrá siempre como eje central, garantizar los derechos de las 
víctimas procurando su restablecimiento,  recalcando el deber del Estado de investigar y 
enjuiciar aquellas violaciones que se realizaron al DIH y los DDHH. Señala que, al terminar las 
acciones hostiles contra el Estado colombiano, dará una absolución - amnistía amplia, viable a 
aquellos rebeldes que suscriban el acuerdo de paz, salvo aquellos delitos concernientes a 
«crímenes de lesa humanidad» y los definidos en el «Estatuto de Roma». 
 
Ésta jurisdicción estará integrada por órganos de equidad que contemplan la inclusión de las 
salas de indulto y amnistía, y un tribunal de paz que sancionara las graves violaciones a los 
DDHH y al DIH, procurando medidas de reparación integral de las víctimas y las garantías de no 
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repetición.   
 
Con el fin de cumplir los postulados de “verdad, justicia y garantía de no repetición”, se 
fijaron criterios de priorización para dar celeridad a la persecución penal de los responsables, así 
como también se otorga la potestad de renunciar a la misma, característica principal de la justicia 
restaurativa, que busca la reparación del daño sin que haya necesidad de una pena intramural. 
Cabe resaltar que los crímenes de lesa humanidad y las graves violaciones a los DDHH y al DIH, 
no podrán ser sometidos a indulto, en el caso de los disidentes de grupos beligerantes, ni a la 
renuncia de la persecución penal en el caso de los militares y agentes del estado, el cual se 
reviste de seis características:  
 
“(…) 1) extingue la acción de responsabilidad y sanción penal, 2) impide que se 
inicien nuevos procesos por estas conductas 3) hace tránsito a cosa juzgada 
material y solo podrá ser revisada por el tribunal para la paz 4) elimina los 
antecedentes penales de las bases de datos 5) anula o extingue la responsabilidad 
o sanción disciplinaria fiscal o administrativa derivada de la conducta penal 6) 
impide el ejercicio de la acción de repetición y el llamamiento en garantía (…)” 
(Ley 1820 de 2016, art. 48).    
 
Es importante destacar que el impartir justicia a satisfacción de los derechos de las víctimas 
de los miembros de las Fuerzas Armadas FARC, grupos al margen de la Ley y las fuerzas 
castrenses, no es una de declaración de impunidad, al contrario, se busca un verdadero 
resarcimiento de las víctimas dando complimiento a los postulados de “verdad, justicia, 
reparación y garantía de no repetición (Hernández, 2017, pp. 220, 224).  
 
Igualmente se contempla la creación de un órgano especializado en realizar la búsqueda de 
personas sometidas a desaparición forzada, el cual recibirá el nombre de Unidad de Búsqueda de 
Personas Desaparecidas. S, su función es encontrar con vida a aquellas personas que con ocasión 
de la insurrección armada interna hayan desaparecido, y la entrega de los restos a las familias de 
aquellos que hayan sido asesinados. Estas investigaciones se harán junto con el «Instituto 
Nacional de Medicina Legal» y no interrumpirán la acción judicial. C; cabe señalar que las 
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investigaciones que adelante esta unidad no son de carácter judicial;, dicha función será 
exclusiva de lLa «Jurisdicción Especial Para La Paz». 
 
El acuerdo contempla penas de 5 a 8 años, a quienes cooperen y se comprometan a procurar 
la garantía de la justicia, verdad, reparación y no repetición; para aquellos que cometan delitos 
graves la pena tendrá una función retributiva de privación de la libertad, su pena será de 8 años 
incluyendo los concursos de delitos. Aquellas personas que no reconozcan su responsabilidad ni 
contribuyan con la construcción de verdad, tendrán una pena de 15 a 20 años, incluyendo la 
comisión de concursos. Cuando se hable de agentes Estatales, las sanciones serán impuestas por 
el Estado, respetando lo establecido por la JEP, conforme a las sanciones propias, alternativas y 
ordinarias allí consignadas.  
 
 Acto Legislativo 01 de 2017. 
 
Aprobado el pasado 14 de noviembre de 2017, por medio del cual se crea un título 
transitorio en la Constitución Política de 1991 y la Jurisdicción Especial para la Paz (JEP).  
Dicho título cuenta con 27 artículos, divididos en 8 capítulos, contemplando la creación del 
Sistema Integral para la verdad, justicia, reparación y no repetición, y una Comisión de la 
verdad, incluyendo la participación política de los ex miembros de las FARC-EP, disposiciones 
sobre la extradición, y la parte más relevante para la presente investigación, las disposiciones 
contenidas en el Capítulo VII llamado “DE LAS NORMAS APLICABLES A LOS MIEMBROS 
DE LA FUERZA PÚBLICA PARA LA TERMINACIÓN DEL CONFLICTO ARMADO Y LA 
CONSTRUCCIÓN DE UNA PAZ ESTABLE Y DURADERA”, capítulo donde se consagra un 
tratamiento diferencial a aquellos miembros se las fuerzas castrenses que hayan cometido delitos 
con ocasión del conflicto armado, guardando una relación directa o indirecta con el mismo; para 
ellos se hará un estudio de las conductas y su calificación, con el objeto de determinar si estas les 
revisten de las características y competencia de la JEP.  Las sanciones serán preferiblemente 
reparadoras del daño causado, y aquellas que ameriten una pena de privación de la libertad, se 




La Corte Constitucional en Auto Exp. RPZ-003 de 2017, del magistrado ponente Luis 
Guillermo Guerrero Pérez, haciendo control de constitucionalidad del AL01/2017 reconoce la 
lucha contra la impunidad y señala que los principales ejes del mismo son: “1.) el deber que tiene 
el Estado de investigar, juzgar y sancionar las graves violaciones a los DDHH y las infracciones 
al DIH, 2.) el principio de separación de poderes, 3.) La independencia judicial, 4.) La 
supremacía de la Constitución y 5.) El debido proceso”. Asimismo, indica que al haber declarado 
inexequibles ciertas disposiciones del AL01/2017, se procuró la salvaguarda del debido proceso 
y la protección de la Constitución Política. 
 
Con el fin de establecer el elemento diferenciador que propone la presente, se revisa y 
destaca los proyectos de investigación desarrollados por diferentes organismos tales como el 
“Movimiento de Reconciliación (FOR)”, “Coordinación Colombia-Europa-Estados Unidos” 
(2014) el cual su artículo titulado: “Falsos positivos en Colombia y el papel de asistencia militar 
de estados unidos, 2000-2010”, permite conocer la real afectación de los «Derechos Humanos» 
por él Estado Colombiano, cuantificar el cometido delas ejecuciones extrajudiciales en el país y 
la incidencia del apoyo de EE.U.U en el desarrollo de esta problemática, a través un método 
cualitativo de carácter socio-jurídico y analítico - descriptivo,  cuyos resultados permitieron al 
presente proyecto dimensionar bajo premisas reales la afectación de las víctimas y la vulneración 
de sus Derechos Fundamentales.   
 
Asimismo, el Proyecto realizado por la “Federación Internacional de Derechos Humanos 
(FIDH)” titulado “Colombia. La guerra se mide en litros de sangre, falsos positivos, crímenes de 
lesa humanidad: más altos responsables en la impunidad”, el cual contiene un compilado de 
distintas investigaciones orientadas a la aclaración de los hechos donde hay transgresión (es) 
sistemáticas de derechos y específicamente los casos de “Falsos, Positivos” en el país.  En éste se 
establecen datos reveladores, extraídos de informes estadísticos y entrevistas, acerca del modo en 
que operaban las fuerzas militares, e incluye conceptos de la “Organización de las Naciones 
Unidas” y de su sala de relatoría sobre la seria intención de catalogar la transgresión como 
delitos de guerra con el fin evitar su prescripción, cuya propuesta es que, mediante tal 




La investigación realizada por la “Fundación para la Educación y el Desarrollo” del año 
2011 conocida como: “Soacha: la punta del iceberg. Falsos positivos e impunidad”, otorga una 
noción cercana y real de “los hechos acaecidos perpetrados en el año 2008, donde 16 jóvenes 
habitantes de Soacha - Cundinamarca, fueron sometidos a desaparición forzada y posterior a ello 
asesinados por parte de militares agentes del Estado, con el objetivo de presentarlos como bajas 
en combate. La fundación para la educación y el desarrollo (FEDES), ha logrado reunir el 
testimonio de las familias, así como datos oficiales de lagunas entidades Estatales como lo son la 
Fiscalía, Procuraduría y Defensoría del Pueblo acerca de estos hechos, permitiendo establecer el 
la fase actual estado actual de cada uno de los procesos y la identificación de lasen las fallas 
procesales en los mismos (Fedes, 2011). 
 
Otros textos como el del Dr. Jesús Orlando Gómez (2016), titulado “Crímenes de Lesa 
Humanidad”, constituyen pieza clave del proceso de investigación debido a que establece de qué 
manera la “desaparición forzada” es apreciada como delito internacional y contra la humanidad, 
asimismo expone los diferentes instrumentos internacionales con que se cuenta, y exalta los 
axiomas que constituyen pilar fundamental para el análisis objetivo en estos casos. 
 
[El compilado publicado por la Alcaldía Mayor de Bogotá conocido como “Construcción de 
memoria, estados y medios. Cinco perspectivas de análisis” en donde 5 autores realizan un 
exhaustivo análisis acerca de las ejecuciones extrajudiciales de las víctimas del municipio de 
Soacha - Cundinamarca, el contexto socioeconómico, político y normativo en el que tuvieron 
lugar estos crímenes, y la influencia de los medios de comunicación en el desarrollo de las 
investigaciones, buscando a través de ello, constituir una “unidad de memoria y Derechos 
humanos” evitando la impunidad. (Centro Nacional de Memoria Histórica, 2016)]. 
 
El proyecto de “Protección y promoción de los Derechos Humanos en Colombia”, realizado 
por investigadores sobre el examen anual del «Consejo de Derechos Humanos» de la ONU del 
año 2008, tiene como objetivo proponer que para que el Estado Colombiano realmente garantice 
la tutela de los derechos, debe basarse en los principios constitucionales y la reestructuración de 
las instituciones, reduciendo progresivamente mediante ésta última el conflicto interno armado. 
Asimismo, expone que el Estado Colombiano debe tomarse con seriedad las directivas emitidas 
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por Ministerio de Defensa sobre la vulneración de Derechos Humanos a manos de la fuerza 
castrense (Organización de Naciones Unidas, 2008).  
 
Se resaltan también los aportes del Profesor Juan Jorge Piernas López, ya que en su Artículo 
producto de Investigación Científica titulado la “«Corte Penal Internacional (C.P.I)» y Las 
Jurisdicciones Nacionales a la Luz del Principio de Complementariedad”, pretende señalar que, 
conforme a lo dispuesto en el Estatuto de Roma, la Jurisdicción de la CPI tiene únicamente 
carácter complementario de la jurisdicción ordinaria en su especialidad penal, siendo de esta 
manera un último recurso al cual se puede acudir en el caso en que uno de los Estados parte haya 
incurrido en incumplimiento de sus obligaciones de acuerdo con lo consagrado en tal Estatuto. 
 
Sin embargo, conforme a lo dispuesto establece en el artículo 17 de dicho Estatuto, la Corte 
declarará inadmisible un asunto cuando se configuren las 3 causales taxativamente señaladas allí, 
siendo la Corte aquella que podrá decidir intervenir para llevar a cabo la investigación o el 
enjuiciamiento de crímenes de su competencia si un Estado permanece inactivo, no está 
dispuesto a llevar a cabo la investigación o el enjuiciamiento de los crímenes en cuestión, o no 
puede realmente hacerlo, interviniendo así en ausencia de procedimientos nacionales auténticos y 
bajo el control judicial de la Sala de Cuestiones Preliminares de la CPI, de conformidad con lo 
consagrado en el artículo 15 del Estatuto, haciéndose de esta manera necesaria la aplicación del 
principio de complementariedad, de tal forma que mediante éste, se puedan juzgar de manera 
efectiva aquellos crímenes más graves sin desconocer la soberanía de los Estados, para enjuiciar 
a aquellos responsables de diferentes tipos penales sin intromisión extranjera. 
 
Entonces, analizando la investigación del Dr. Piernas bajo la óptica de la situación de 
Colombia, es posible determinar que de acuerdo a lo consagrado en el Artículo 15 del Estatuto 
de Roma, la Fiscalía de la CPI podría iniciar de oficio una investigación ya que tiene razones 
suficientes para creer que en Colombia se han cometido crímenes de guerra y lesa humanidad, 
sin desconocer que en este país la Corte es solo competente a partir del 01° de Noviembre del 
2002 y 2009 respectivamente, más aun teniendo en cuenta que a la fecha, la Fiscalía ha realizado 
diversas investigaciones donde ha establecido que el Estado Colombiano en efecto, ha aunado 
sus esfuerzos para condenar las conductas punibles objeto de análisis de la CPI, y a pesar de 
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tales, a la fecha, no se ha cumplido con el objeto del juzgamiento, desconociendo incluso el 
derecho de grupos prioritarios. 
 
Ahora bien, bajo el marco del proceso de paz por el cual atraviesa actualmente el país, la 
Fiscalía considera pertinente realizar de un análisis de complementariedad bajo el nuevo marco 
legal, los parámetros de la justicia transicional, y las actuaciones judiciales relacionadas con la 
promoción y expansión el crecimiento de los grupos militares, aquellas disposiciones 
relacionadas con el desplazamiento forzado, crímenes sexuales y “Falsos Positivos”.  Puede 
concluirse que la Fiscalía estaría próxima a abrir una nueva investigación en relación con los “
Falsos Positivos”, debido a la victimización generalizada que conlleva la comisión de 
asesinatos homicidios de civiles, bajo la advertencia de la Fiscalía de la CPI al Estado 
Colombiano que señala que en el evento de suspender la ejecución sanción de las penas 
impuestas por la misma, consideraría de inmediato que los procesos no son auténticos y se 
investiría de la competencia necesaria para el juzgamiento de tales casos. 
 
Se resaltan también los aportes del Dr. Henry Torres Vásquez (2010), en su artículo de 
investigación titulado “La Autoría Mediata En Delitos De Lesa Humanidad Cometidos En 
Colombia Por Agentes del Estado”, donde, más allá de una propuesta de investigación, se hace 
una crítica al Estado Colombiano, que en la afanosa búsqueda de generar índices que evidencian 
resultados de su implementación de políticas acordes al conflicto y fallidas formas de 
contrarrestar criminalidad, ha vulnerado claramente Derechos Humanos, atacando a la población 
civil, utilizando los rangos de jerarquía para esconder su actuar y demostrar efectividad en las 
políticas de seguridad, todo en un torpe intento de recuperar el control de algunas zonas del país. 
De igual manera, con la teoría del autor mediato, el Dr. Torres aporta en gran medida a la 
presente investigación, indicando la modalidad bajo la cual deben responder los principales 
agentes del Estado, líderes paramilitares y líderes de las FARC, rompiendo la cadena de mando 
para llegar al responsable, otorgando una efectiva solución al problema de impunidad existente 





Y finalmente, se valida la propuesta de la Dra. Paula Cadavid Londoño (2013) en su libro 
titulado “Coautoría en aparatos organizados de poder de carácter delincuencial”, donde la 
autora realiza un recuento de las graves violaciones de DDHH y al DIH que han impactado al 
país, tomando como pilar fundamental la masacre de Mampuján, cometida por las AUC y el 
atentado del Club el Nogal, perpetrado por las FARC-EP, las cuales reúnen todas las 
características del actuar criminal. Allí se muestra cómo el juzgamiento de los hechos de ciertos 
grupos al margen de la ley, establecen un reto para el Estado y la política criminal que éste 
profesa, pues no se logra determinar con claridad la estructura jerárquica de estos aparatos 
organizados de poder, y por ende, resulta complejo juzgar su proceder en la afectación de bienes 
jurídicos tutelados, ya sea atribuyéndoles responsabilidad como autores y/o participes de la 
acción delictual.   
 
Al existir este vacío jurisprudencial, se ha generado un alto índice de impunidad. Es por ello 
que se busca la aplicación de la teoría del "coautor", la cual consiste en el dominio del hecho de 
forma global y simultánea. La doctrina ha señalado 4 aspectos relevantes a saber sobre la 
coautoría: "1.) el acuerdo común o mutuo entre los sujetos, 2.) la contribución esencial de cada 
uno al hecho punible, 3.) el aporte realizado en la fase de ejecución del delito y 4.) la relación de 
carácter horizontal entre los coautores", de esta manera se podría atribuir responsabilidad penal a 
todos los pertenecientes a la estructura jerárquica.  Ahora bien, aun cuando la autora solo habla 
de la aplicación de este modelo a las organizaciones criminales, dicha teoría sería aplicable a las 
fuerzas castrenses por su modus operandi en los casos de "Falsos Positivos". 
 
Visualizadas las nociones de las teorías base de la presente proyecto de investigación y la 
propuesta que se pretende hacer a través de éste, se abordarán con mayor detalle en el capítulo 
inmediatamente siguiente la conceptualización de diferentes términos y teorías que dan paso a la 








CONCEPTUALIZACIÓN DE LA RESPUESTA A LA PREGUNTA DE 
INVESTIGACIÓN 
  
Consagrado en el preámbulo de la Constitución Política, se encuentran como fines 
principales del Estado Colombiano la vida, la justicia, la libertad y la paz, entre otros, los cuales 
deben ser protegidos por el mismo. Es de esta manera que al pasar de los años y con el cambio 
en el comportamiento social, se han implementado diferentes políticas nacionales orientadas a la 
protección de los asociados bajo los mencionados fines, una de ellas es la política de seguridad 
nacional, alrededor de la cual se han gestado diferentes escenarios en procura de la Seguridad y 
Paz, pero a ciencia cierta ¿Qué es la Seguridad Nacional?, ¿Qué busca propender? 
 
Al ordenamiento jurídico colombiano se incorpora mediante la Ley 684 del 13 de agosto de 
2001, que fue creada para hacer frente a la situación de narcotráfico y aumento de 
enfrentamientos entre las fuerzas castrenses con grupos beligerantes, tanto guerrilleros como 
paramilitares, el plan de Seguridad y Defensa Nacional, ley que en sus artículos 2° y 8 °lo define 
así: “Se entiende por Sistema de Seguridad y Defensa Nacional el conjunto coherente de 
principios, políticas, objetivos, estrategias, procedimientos, organismos, funciones y 
responsabilidades de los componentes del Estado en tal materia” (Ley 684 del 13, art. 2),  y 
señalan además que:  
 
“(…) es deber del Estado, diseñar en el marco del respeto por los Derechos 
Humanos y las normas de Derecho Internacional Humanitario, las medidas 
necesarias, incluido el uso de la fuerza, para ofrecer a sus asociados un grado 
relativo de garantías para la consecución y mantenimiento de niveles aceptables 
de convivencia pacífica y seguridad ciudadana, que aseguren en todo tiempo y 
lugar, en los ámbitos nacional e internacional, la independencia, la soberanía, la 
autonomía, la integridad territorial y la vigencia de un orden justo, basado en la 





Al entrar al nuevo periodo presidencial en el año 2002, se cambia la insignia de Seguridad 
Nacional, por la política de Seguridad Democrática, la cual se definió así: “(…) Es el documento 
marco mediante el cual el gobierno nacional traza las líneas básicas (…) para proteger los 
derechos de los colombianos y fortalecer, con la solidaridad de la ciudadanía, el Estado de 
Derecho y la autoridad democrática donde quiera que esté amenazado (…)” (Ministerio de 
Defensa, 2003, p. 12), asegurando a través de ésta una eficaz erradicación de grupos insurgentes 
al margen de la Ley, indicando que se albergarían a quienes llegaran a desistir de su 
participación en las hostilidades y a aquellos que insistieran en violentar los bienes jurídicos 
tutelados por el Estado, serian atacados con firmeza, bajo la garantía para la protección de los 
derechos humanos, sin vulnerar el ordenamiento constitucional y los derechos fundamentales. 
 
Un pilar fundamental de dicha política, era la presencia del Estado en aquellos territorios en 
los cuales había perdido el poder, lo que se conseguiría a través del despliegue su fuerza 
mediante brigadas móviles, unidades de las fuerzas militares y policiales, incluyendo al 
campesinado como parte de dicha estrategia, garantizando así la seguridad en todo el país y 
mitigando la presencia de grupos ilegales (Ministerio de Defensa, 2003, p. 16). En el momento 
que la finalidad de proteger a la población se convirtió en un pilar protagónico, surgió la 
necesidad de exponer resultados orientados a mostrar al conglomerado social evidencia tangible 
que el Estado estaba cumpliendo a cabalidad con las labores de seguridad encomendadas. Es así 
como se comenzaron a presentar innumerables bajas en combate, las cuales acarreaban 
beneficios para aquellos que lograran el objetivo, dejando como resultado una oleada de civiles 
presentados como guerrilleros muertos en combate a quienes luego se les denominóo "Falsos 
Positivos". 
 
Ahora bien, ¿Qué es un Falso Positivo o como se conoce también “ejecución extrajudicial?. 
Se entiende que un "Falso Positivo" es una muerte positiva de un guerrillero o paramilitar 
surgida en el desarrollo del combate que resulta ser falsa, pues la persona presentada como tal, es 
en realidad un civil ajeno a las hostilidades.  La Revista Semana expuso una primera definición 
de ejecución extrajudicial como: “la muerte ilegal de civiles por el Ejército colombiano que 




La Corte Constitucional se ha pronunciado en diferentes oportunidades sobre el tema, y ha 
emitido otros conceptos sobre el mismo, el primero de ellos se encuentra consagrado en la 
Sentencia T-318/2011,  la cual reza: “se infiere que algunas actuaciones lícitas ejecutadas por el 
cuerpo armado del Estado y que son indispensables para mantener la convivencia pacífica y el 
orden público, pueden conllevar situaciones atípicas que afecten a ciudadanos ajenos al conflicto 
interno colombiano”,  así como la  Sentencia T-535/2015 la cual ha sido referenciada 
anteriormente. Ahora bien, la CIDH los define de la siguiente manera:  
 
"(...) el asesinato de civiles presentándolos falsamente como miembros de esos 
grupos hace parecer que las unidades militares están tomando medidas contra 
ello.",  o”, o “ (...)“(...)   ejecuciones ilegales de civiles manipuladas por las 
fuerzas públicas para que parezcan bajas legítimas de guerrilleros o delincuentes 
ocurridas en combate (...)".  
(Corte Comisión Interamericana de Derechos Humanos -. Verdad, justicia y 
Reparación de 2013) 
 
Es así que se logra apreciar que la actual política criminal no contempla un tipo penal que 
contenga la conducta de “Falso Positivo” como tal, por lo cual se debe validar en el 
ordenamiento legal vigente, a cuál de los tipos penales consagrados en el articulado del Código 
Sustantivo Penal Colombiano se puede adecuar la vulneración del bien jurídico tutelado. En la 
misma sentencia la corte indica:  
 
“En la legislación nacional no se encuentran tipificadas como tal las ejecuciones 
extrajudiciales, motivo por el cual la adecuación de la conducta delictiva se 
realiza como homicidio en persona protegida o como homicidio agravado, según 
el caso. Esta modalidad de crimen, ha sido comúnmente denominado en 
Colombia con la expresión falsos positivos, que alude a la ejecución extrajudicial 
de civiles para ser presentados como insurgentes pertenecientes a grupos armados 
al margen de la ley y que en el caso colombiano se han caracterizado por dos 





Como bien se sabe, la Constitución Política ha consagrado como pilar fundamental la 
búsqueda de la justicia, y con ello y la lucha contra la impunidad, por ello el Estado Colombiano 
ha desplegado un catálogo de normas que buscan propender por un proceso eficaz, y en algunos 
casos, debido a la ineficiencia de las instituciones no se logra dicho fin; por el contrario se da el 
resultado adverso conocido como impunidad, que la «Corte Constitucional» en la Sentencia C - 
771 de 2011 define de manera certera, pues trae a colación los principios establecidos en la 
Sentencia C - 370 de 2006 mediante la cual se realizó el control de constitucionalidad a la Ley de 
Justicia y Paz, e incorporóo los principios de verdad, justicia, reparación y garantía de no 
repetición, y con base en ello la define:  
 
“(…) El preámbulo de tal conjunto de Principios define impunidad como “la 
inexistencia, de hecho, o de derecho, de responsabilidad penal por parte de los 
autores de violaciones, así como de responsabilidad civil, administrativa o 
disciplinaria”. Además, se advierte que la impunidad surge cuando el autor de 
una violación a derechos humanos reconocidos se mantiene ajeno a i) las 
investigaciones encaminadas a su inculpación, detención o procesamiento; o, ii) 
en el caso de ser reconocido como culpable, a una pena apropiada y/o a la 
indemnización del daño causado”. (Corte Constitucional,. Sentencia C-771 de 
2011) 
 
En materia de Derechos Humanos y del Derecho Internacional Humanitario es cuando más 
se evidencia una brecha de impunidad, pues existe un problema latente y es la falta de 
indagaciones e investigaciones. Desde que salieron a la luz mediática los casos de "Falsos 
Positivos" no se han logrado un debido juzgamiento, pues en primer lugar no había definición de 
quien debía juzgar dichos casos, ya que se debatía entre la Jurisdicción Especial Militar y la 
Jurisdicción Ordinaria en su Especialidad Penal, lo cual devenía de la calificación del tipo penal 
y conllevaba a la vulneración del debido proceso al no conocer la naturaleza de los actos de 
algunos agentes de las fuerzas castrenses, quienes justificaron la comisión de diferentes delitos 
como necesarios para el desarrollo de sus actividades en función del servicio. Con base en la 
confusión que revestía los hechos, se contempló mediante el proyecto de Ley 085 de 2013 en 
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Senado y 210 de 2014 en Cámara, reestructurar la Justicia Penal Militar, la cual buscaba que 
exclusivamente un Tribunal Militar conociera de las infracciones que cometieran los agentes del 
Estado pertenecientes a las fuerzas castrenses.  Dicho proyecto no fue aprobado pues no tenía 
una dimensión clara sobre su aplicación y además pretendía que delitos en cuanto a vulneración 
de DDHH y el DIH fuesen de conocimiento de la misma, aun cuando los tratados internacionales 
y la misma Ley 1407 de 2012 establecen que estos no podrán ser de conocimiento de un tribunal 
militar (Ministerio de Hacienda, 2013). 
 
En el año 2014 se define que los actos cometidos por las «fuerzas militares 
colombianas» revestían claramente las características del delito de desaparición forzada, y por 
ende su juzgamiento debía ser llevado a cabo por la jurisdicción ordinaria en su especialidad 
penal, desde allí se debía esclarecer lo sucedido con las personas que fueron engañadas, alejadas 
del seno de su hogar y posteriormente presentadas como bajas en combate por parte de las 
distintas brigadas del ejército. Hasta el año 2017 se creían sepultadas las investigaciones, y el 23 
de marzo del mismo año, el Juzgado Primero Penal Especializado tenía la dispendiosa tarea de 
dar lectura al fallo que condenaría a 21 militares por el caso de los quince dieciséis (165) jóvenes 
de Soacha – Cundinamarca.  Dicha audiencia fue aplazada y hasta la fecha se espera que sea 
realizada su lectura el día 3 de abril de 2018, siendo la décima vez que se prorroga dicha 
audiencia (Barbosa, 2018). 
 
Además de lo anterior, la falta de claridad en el autoría de tales delitos es otra posible causa 
de dilación en estos procesos al momento de llevar a cabo los juzgamientos de los autores, 
puesto que teniendo en cuenta los hechos ocurridos no existe claridad en si es necesario tener en 
cuenta la cadena de mando o solo el juzgamiento de los autores materiales ya que el tipo penal de 
desaparición forzada, al hacer referencia al sujeto activo,  lo determina como singlar al indicar: 
“El particular (…) El servidor público (…)”, dejando así a un lado la posible existencia de 2 o 
más autores tipificándolo como autoría directa, dando así paso a la impunidad, pues se deja a un 
lado el nivel de jerarquía que reviste la conducta y se delega toda la responsabilidad a  quien la 
ejecuta y no a quien da la orden de actuar.  
 
Cuando se habla de cadena de mando, es importante inferir que esta deriva de la existencia 
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de un superior y un subordinado, se puede definir como:  
 
“Un conjunto de interconexo e indiviso de relaciones de subordinación, que 
abarcan desde la parte más alta hasta los estratos más bajos. Cada nivel es 
responsable ante el nivel superior. Esto se concatena claramente con el principio 
de unidad de mando que indica que, para el mantenimiento de la cadena de 
mando, es necesario que cada integrante de la organización sea responsable ante 
un solo superior”. (Herrscher, 2009, p. 109) 
 
La relación jerárquica puede nacer de hecho o derecho, la primera de hecho o de facto se 
presenta en las organizaciones de grupos beligerantes, y la relación de derecho o de iure, surge 
por el mando constitucional para la conformación de las fuerzas castrenses, y tiene 
como fundamento que el subordinado debe seguir las órdenes impartidas por el superior 
jerárquico, sin que el primero pueda tener dominio alguno sobre la organización (Alada Mejas, 
pág. 380, 2013).  
 
Es necesario además tener en cuenta lo dispuesto el artículo 6 del Estatuto de Roma en el 
cual se mencionan dos modalidades de ataques que se pueden presentar en las hostilidades a la 
población civil, uno es Generalizado y el otro es Sistemático. C, cuando se habla de un ataque 
generalizado se presenta en una dimensión cuantitativa, pues los ataques van dirigidos a un 
grupo de víctimas, ya sea en poblaciones grandes o pequeñas; y el ataque sistemático se valida 
de una forma cualitativa, pues no se tiene en cuenta la cantidad de víctimas afectadas sino el 
actuar conforme a una política establecida (Gil, 2016, p. 205), de la misma forma en que 
ocurrieron los hechos de los casos de falsos positivos, donde el patrón de acción consistió en 
engañar a personas de bajos recursos que estuvieran lejos de las hostilidades y así engrosar las 
cifras que reflejaran el resultado de la política de Estado. Es importante resaltar que para la 
aplicación de la teoría de imputación, se tienen en cuenta una serie de criterios para validar si la 
actuación de la cadena jerárquica se dio bajo un mando responsable, si poseía los medios para la 
realización de un ataque ya sea generalizado o sistemático, la intención del ataque y si su actuar 




En el evento que la cadena de mando ejerza su actuar de forma ilícita, se debe validar bajo 
qué criterio será imputada la responsabilidad del hecho, pues el derecho penal califica dicha 
atribución en "autores, coautores, participes y autor mediato", entendiendo que el autor es quien 
comete una conducta delictiva, según el Código Penal en su artículo 29, se define así: "es autor 
quien realice conducta punible por sí mismo(...)" (Ley 599 de 2000) , en el caso que compete a la 
presente investigación, la autoría directa no reviste claramente la imputación objetiva que se 
busca, teniendo en cuenta que la conducta se realiza bajo un sistema de jerarquía donde  el sujeto 
que comete la conducta punible, no lo hace por voluntad propia, por el contrario su actuar deriva 
de una orden de su superior. Cuando se habla de la coautoría se indica que hay un acuerdo por 
parte de los actores en el ilícito, y está es definida así: "mediante un acuerdo común, actúan con 
división del trabajo criminal atendiendo la importancia del aporte", es necesario entonces traer a 
colación que en la primera fase de las indagaciones de los casos de  "Falsos Positivos" se 
contempló atribuir la responsabilidad en forma de coautoría. E, esta teoría resultóo inaplicable, 
así como la del autor directo; ahora bien, la teoría del partícipe resulta infructuosa, iniciando por 
su definición, la cual se encuentra contenida en el artículo 30 del Código Penal, y reza: "son 
participes el determinador y el cómplice" (Ley 599 de 2000). E, es cierto que el determinador 
ordena cometer el delito y el cómplice es quien lo ejecuta, aquí media la voluntad de cada una de 
las partes, que de forma dolosa participan en la comisión del delito. 
 
Ahora bien, teniendo en cuenta la teoría de la autoría mediata o autor mediato, que viene 
definida al igual que la autoría directa en el artículo 29, indicando que: "es autor quien realice 
conducta punible utilizando a otro como instrumento.", es posible identificar que en este caso 
hay un autor que es el que domina el hecho y hay otro que ejecuta la acción.  Es así como 
Claus Roxin (2006) refiere que el actuar ilícito de los aparatos organizados de poder, no puede 
calificarse en Coautores o Inductores (p. 13), ya que el artículo 28 del Estatuto de Roma, 
que consagra la responsabilidad de los "jefes y otros superiores", en su literal b), reza:  
 
“En lo que respecta a las relaciones entre superior y subordinado distintas de las 
señaladas en el apartado a), el superior será penalmente responsable por los 
crímenes de la competencia de la Corte que hubieren sido cometidos por 
subordinados bajo su autoridad y control efectivo, en razón de no haber ejercido 
un control apropiado sobre esos subordinados, cuando: (...) ii) Los crímenes 
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guardaren relación con actividades bajo su responsabilidad y control efectivo” 
(Comité Internacional de la Cruz Roja,. 1998, art. 28).     
 
Como se mencionó en el párrafo anterior, para que se configure una "coautoría" 
debe surtirse en una ejecución común, y cuando se habla de enfrentamientos, está de por medio 
un nivel jerárquico de las partes que participan en las hostilidades. Roxin (2006) indica tres 
puntos claves para que la teoría del Autor mediato, sea aplicable en la imputación y juzgamiento 
de delitos de lesa humanidad ocurridos en medio de las hostilidades, excluyendo la teoría de la 
coautoría y a quienes defiende su aplicación; en primer lugar se encuentra el "instrumento" que 
es lo que habilita al "hombre de atrás" o "el autor detrás del autor" a la ejecución de sus órdenes, 
en segundo lugar se encuentra el dominio del hecho y por último no se podría deducir autoría o 
dominio del hecho por cualquier error del llamado "instrumento" (subordinado), pues en este 
último el "hombre de atrás" tiene garantizado el resultado de sus órdenes, naciendo así el 
dominio total sobre la organización (pp. 14-15).  
 
Es importante aclarar que cuando se da como propuesta de imputación la teoría del autor 
mediato, no se busca que el que realizó la ejecución del delito sea exonerado se su 
responsabilidad, al contrario, este no es eximente de responsabilidad cuando se habla de la 
obediencia debida o que se creyera en que la orden impartida por el superior era licita (Alada 

























CORROBORACIÓN DE LA HIPÓTESIS DE LA INVESTIGACIÓN 
 
 "Esto no se puede quedar impune, aunque yo sé que Colombia es el país de la impunidad". 
(Edilia Palacio - Madre de Jader Andrés Bustamante Palacio, víctima de los “Falsos Positivos”) 
 
 
Al pasar de los años y debido a las diferentes situaciones sociales y políticas que han 
permitido que en el mundo se gesten escenarios de conflicto armado, se establecieron diferentes 
mecanismos para sancionar las conductas antijurídicas y restablecer los derechos vulnerados con 
tales actuaciones.  Estos mecanismos, cuyo registro se tiene de hace ya bastantes años, tienen un 
momento histórico relevante en la firma del «Tratado De La Haya» en 1641, acuerdo que puso 
fin a una guerra surgida entre las Provincias Unidas de los Países Bajos y el Reino de Portugal, 
pero fue hasta la “Segunda Guerra Mundial” cuando fue posible definir las conductas que 
trasgredían los «Derechos Humanos» de forma general, tipificándolas para imponer así a los 
autores sanciones acordes a la vulneración de los bienes jurídicos tutelados.  Es de esta manera 
que surge el «Tribunal Militar Internacional de Núremberg», en el año 1942, un tribunal 
convocado por los países aliados vencedores con el fin de juzgar la violencia con que se 
perpetraron diferentes delitos que se consideraban “contra la paz, la humanidad y crímenes de 
guerra” (Naciones Unidas - Derechos Humanos, 1970).  
 
Es en 1998, durante la Conferencia de «La Organización de las Naciones Unidas» en Roma, 
donde se discutió la idea de crear un organismo con competencia de carácter permanente, cuyas 
disposiciones son complementarias a las internas de los Estados Parte, investigando y juzgando a 
través de su competencia y las facultades otorgadas, aquellos crímenes que atentan contra los 
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Derechos Humanos y devienen en delitos de guerra y lesa humanidad, constituyéndose de esta 
manera a través del Estatuto de Roma de 1998 la «Corte Penal Internacional (C.P.I)», y teniendo 
como base los Tribunales ad hoc, cuya existencia se fundamenta en la necesidad de juzgar 
determinadas conductas surgidas con ocasión del enfrentamiento entre Estados o Entidades de 
carácter internacional que afectan los derechos de los particulares. 
 
 
Al ser la «Corte Penal Internacional (C.P.I)» un organismo dotado de tan relevantes 
características y amplia competencia, su intervención tuvo que delimitarse según 3 aspectos 
fundamentales los cuales deben ser analizados al momento de solicitar su participación como 
Tribunal por parte de los Estados miembros con el fin de investigar y juzgar determinados 
delitos, tales aspectos son: Ratione Temporis que se trata de la investigación y juzgamiento de 
aquellos crímenes que sean cometidos después de la entrada en vigencia del Estatuto, Ratione 
loci delimitado por crímenes cometidos en los Estados miembros, y Ratione personae que 
permite analizar los crímenes por razón de la persona.  
 
Asimismo, se establece la subsidiaridad de la Corte, lo que se traduce en que cuando el 
Estado miembro no esté en la capacidad de realizar la investigación y juzgamiento a los 
responsables de la comisión de las conductas descritas que se describen en el Estatuto de Roma, 
o no quiera investigar y sancionar, se habilita la posibilidad de acudir inmediatamente a la 
«Corte Penal Internacional» para que esta lo realice. 
 
Durante su existencia la CPI desplegó su competencia con la finalidad de resolver casos que 
por su gravedad y relevancia se vio necesaria su intervención,  uno de ellos es el de Thomas 
Lubanga en el Congo, donde se analizaron los hechos correspondientes al reclutamiento de niños 
llegando a calificarlo como crimen de guerra, «igualmente transmite el enérgico mensaje a las 
víctimas que fueron sometidas ade violencia sexual en el conflicto de responsabilidad de mando 
en el “caso de Jean – Pierre Bemba”» que conforme a tal análisis dictó el respectivo fallo y 
condena; así como también se ha encargado de emitir comunicaciones a los Estados parte en los 
cuales han tenido lugar algunos de los actos contenidos en «Estatuto de Roma» (art. 5) en donde 
señala conforme a la normatividad que le rige y a los principios aplicables en materia penal a 
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nivel internacional, debe hacer uso de su normatividad interna para dar solución a los mismos 
conforme a las disposiciones legales vigentes so pena de establecimiento de medidas privativas 
de la libertad, ejemplo de ello son los crímenes cometidos en “Camboya, Mozambique, el 
Salvador, la Región de grandes lagos de África” entre otros; asimismo a la fecha a nivel interno 
no se han conocido casos en efecto de “Falsos, Positivos” que hayan sido resueltos directamente 
por la «Corte Penal Internacional (C.P.I)» «si un hito el veredicto del primer juicio de la CPI por 
delitos sexuales, que declaróo a Jean Pierre Bemba, ex presidente de la República Democrática 
del Congo (RDC), culpable de crímenes de guerra y de crímenes de lesa humanidad cometidos 
en la República Centro africana que incluyó asesinato, violación y pillaje », es así cómo que  la 
CPI la  se encargó de sancionar directamente al responsable por la vulneración del DIH y los 
Derechos Humanos propiamente dichos[NHJ3]. 
 
En la situación objeto de análisis, debido a que el ordenamiento interno colombiano ha 
demostrado ser insuficiente para garantizar una verdadera justicia frente a los casos de Falsos 
Positivos, es completamente competente la CPI para iniciar las respectivas investigaciones en 
aras de establecer sanciones penales a los responsables de tales crímenes, atendiendo a los 
criterios fijados en el Estatuto  como son i) por ser de importancia para toda la comunidad 
internacional, ii) por “amenazar la paz, la seguridad y el bienestar de la humanidad”. Lo 
anterior bajo el presupuesto que Colombia es un Estado miembro que ha reconocido que el 
«Estatuto de Roma integra el Bloque de Constitucionalidad» y denota laestá en la obligación de 
tipificar las aquellas conductas definidas en dicho instrumento internacional, bajo los 
presupuestos sobre que denotan la libertad de configuración legislativa y punitiva que tiene el 
Estado Colombiano (Corte Constitucional. Sentencia C-488 de 2009).  
 
«La Fiscalía General de la Nación» (2012) reconoce que el Estado colombiano a la fecha 
investiga cerca de 4.475 casos de víctimas en la modalidad de “Falsos, Positivos”, de los cuales 
2.476 se encuentran asignados en la Dirección Nacional de «Derechos Humanos y Derecho 
Internacional Humanitario», de los que están activos 2.308 (El Espectador, 2015) 
 
“Aunque existen discrepanciasdiscrepanciasordancias entre las diferentes fuentes de datos 
sobre el número real de las personas asesinadas a causa de los llamados “Falsos, Positivos”, hay 
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acuerdo en señalar que el período comprendido entre los años 2002 y 2008 como es 
especialmente crítico. Un informe elaborado por el Banco de Datos del Centro de Investigación y 
Educación Popular (CINEP), reportóa un total de 1.741 víctimas de ejecuciones extrajudiciales 
ocurridas entre 1984 y 2011, . Dde ellas, 1.189 ocurrieron entre 2002 y 2008, lo cual 
correspondería al 68% de los casos registrados (Centro de Investigación y Educación Popular 
Cinep., 2011, p. 325). Esos datos, coinciden con el drástico aumento de las ejecuciones 
extrajudiciales cometidas por militareslas fuerzas castrenses, que fue reportado por el 
Observatorio de la CCEEU.  EsSiendo probable, que muchos de los hechos no hayan sido nunca 
denunciados por temor a la toma de represalias, así como también es probable que muchas de las 
víctimas de “Falsos, Positivos” continúen desaparecidas, debido a que fueron inhumadas como 
N.N. (sin nombre) y sin que sus familiares sepan tengan conocimiento pleno sobre ello.  
 
Por su parte, el 15 de diciembre de 2010, la «Fiscalía General de la Nación» (2010) reportó 
conocer tener conocimiento de 1,571 casos en la «Unidad Nacional de Derechos Humanos», que 
se estaban desarrollando los procesados procedimientos tanto por el procedimiento de la Ley 600 
de 2000 como por el de la ley 906 de 2004, de los cuales 1509 se habrían cometido entre 2002 y 
2010 (el 96,1% de los casos) (Fiscalía General, 2010). - Estos casos, que representan a 2.679 
víctimas, no incluyen los que se tramitan en las fiscalías seccionales, ni en las fiscalías locales, ni 
mucho menos las que se tramitan en la actualidad en la Jurisdicción Penal Militar. Por estos 
casos la Fiscalía estaría investigando a 5.173 miembros de la Fuerza Pública, de los cuales han 
sido condenadas 923 personas en total, de los cuales 862 fueron miembros del Ejército Nacional, 
sin embargo, estás condenas han sido para los escalones medios y bajos de la línea de mando, sin 
conseguir llegar a quienes pudieren ser los determinadores. 
 
En el caso de las ejecuciones extrajudiciales por miembros del Ejército Colombianode 
agentes del Estado colombiano, es posible identificar un incrementoaumento notable entre los 
años 2002 y 2008, y que contrasta drásticamente con lo ocurrido durante los años anteriores. 
Según las cifras del Observatorio de la CCEEU, entre 1996 y 2001, se le atribuyeron a la fFuerza 
Pública pública 664 ejecuciones extrajudiciales de civiles, que correspondencorrespondientes a 
un promedio de 132 personas, cada año. Esa cifra pasó a ser más del cuádruple entre 2002 y 
2008., Een esos años en total, a la fFuerza pPública se le atribuyeron 3.345 ejecuciones 
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extrajudiciales, es decir, más de 557 personas ejecutadas cada año (Coordinación Colombia, 
Europa y Estados Unidos, 2017) (ver anexo).   
 
3.1 Recuento y Análisis de los Dos Fallos Más Relevantes en Colombia sobre Desaparición 
Forzada, antes de la Entrada en Vigencia la CPI 
 
Uno de los casos más relevantes de actos de desaparición forzada en Colombia, tuvo lugar 
06 «de noviembre de 1985 en el Palacio de Justicia», el cual fue ampliamente analizado por la 
«Corte Interamericana de Derechos», y sobre el que se discute la ilegalidad presente en el 
juzgamiento de los hechos que hasta la fecha no se han esclarecido.  
El Estado Colombiano adelantó varias investigaciones encaminadas a individualizar los 
culpables y principales autores en de las desapariciones y ejecuciones extrajudiciales de los 
rehenes del Palacio de Justicia, quienes según varios registros, habían salido con vida de allí; se 
buscó esclarecer por parte de la justicia colombiana, los hechos que propiciaron la retoma del 
palacio, así como el durante y después de la misma, con el fin de dar con el paradero de quienes 
habían sido vistos salir con vida después de la retoma y que desaparecieron sin dejar rastro, 
dejando en vilo y sumidos en la más profunda zozobra a sus familiares y en estupor al país 
entero. 
 
En el curso de las investigaciones judiciales realizadas sobre el holocausto propiciado por 
el mismo Estado colombiano, luego de identificar plenamente a los once (11) desaparecidos, se 
evidenció clara arbitrariedad de las fuerzas militares al retomar el control del Palacio de Justicia.  
Posteriormente solo se profirió una condena en contra del General «Alfonso Plazas Vega», 
siendo penado a treinta años de cárcel, quien posteriormente fue absuelto por la «CCorte 
Suprema de Justicia», al indicarse que se presentó violación al debido proceso, razón por la cual 
se desestimaronó los testimonios de  Edgar Villamizar y Triso Sáenz, aduciendo además que:  “ 
La prueba muestra que quien dirigió la operación militar y tuvo el mando de la misma, fue el 
General Arias Cabrales en su condición de Comandante de la Brigada XII” indicando así que el 
General Plazas Vega no tenía a su cargo las operaciones realizadas por la Brigada B2, ni era el 
encargado de la Escuela de Caballería que guióo a los desaparecidos (Corte Interamericana de 




Los familiares de las víctimas, al agotar todas las instancias judiciales y no obtener la 
verdad tan anhelada de lo sucedido el 6 de noviembre de 1985, optaron por acudir a una instancia 
internacional, la cual fue la «Corte Interamericana de Derechos Humanos», quien se encargó de 
realizar la respectiva investigación y como resultado de la misma condenó a el Estado 
colombiano en el caso “Rodríguez Vera y Otros” (Corte Interamericana de Derechos Humanos. 
Sentencia de 14 de noviembre de 2014).  
 
La Corte Interamericana realizó un examen profundo y exhaustivo de los hechos, validó la 
calidad de las partes implicadas en los mismos, y luego evaluó las investigaciones que fueron 
adelantadas por parte de la Fiscalía, y cómo se desconoció el DIH, el debido proceso y la verdad 
(CIDH. Sentencia de 14 de noviembre de 2014, cCaso Rodríguez Vera y Otros, p. 39). 
 
Uno de los hechos de mayor relevancia en este fallo es aquel en donde se señala que el 
señor Carlos Augusto Rodríguez Vera, uno de los 11 sobrevivientes a la toma y la retoma del 
Palacio de Justicia, fue estigmatizado como guerrillero por parte de las fuerzas castrenses. De 
acuerdo con el acervo probatorio contenido en el expediente, fue considerado por las autoridades 
estatales como sospechoso de colaborar con el M-19 al sersiendo el administrador de la cafetería 
(infra párr. 237 a 243). En este sentido, constaconsigna en el expediente la declaración de dos 
personas, quienes que aseguraron que Carlos Augusto Rodríguez Vera salió del Palacio de 
Justicia y fue conducido a la Casa del Florero (132).  
 
Asimismo, familiares y conocidos amigos lo han reconocido distinguido en al menos cinco 
vídeos de los hechos saliendo con vida el 7 de noviembre de 1985, custodiadoescoltado por 
militares (133). La familia recibió información de personas que habrían visto identificado al 
señor Rodríguez Vera en la Casa del Florero (134) y que posteriormente fue trasladado 
conducido al Cantón Norte (CIDH. Sentencia de 14 de noviembre de 2014, Caso Rodríguez Vera 
y Otros), determinándose entonces que el Estado Colombiano atribuyó indebidamente una 
calificación errónea acerca de su participación en los hechos, asunto que la CIDH desvirtuó y 




Acto seguido la Corte realiza un recuento de los demás desaparecidos haciendo énfasis en 
que presuntamente fueron ejecutados extrajudicialmente, teniendo en consideración las pruebas 
que se lograron recaudar aún después de tanto tiempo. También se realizó un examen minucioso 
acerca de la implicación de los factores que conllevaron a la desaparición de quienes fueron 
vistos con vida luego de la retoma al palacio, y conforme al acervo probatorio, que 
dichas personas fueron víctimas de desaparición forzada, de tortura y tratos vejatorios, 
vulnerándose por parte de los agentes del Estado Colombiano derechos y garantías tales 
como “la libertad, integridad personal, vida, entre otros”, desconociendo la obligación 
fundamental del Estado de proteger a sus asociados. 
 
Es así como la CIDH después de realizar un recuento histórico y jurídico del caso, decide 
fallar en su revuelve declarando parcialmente responsable al Estado Colombiano por la 
«desaparición forzada» de diez (10) de los accionados de la retoma al Palacio de Justicia, así 
como la omisión en el deber de protección al derecho a la vida y determinar el paradero de las 
demás víctimas, demostrándose que tanto el Estado Colombiano como sus instituciones 
encargadas de administrar justicia, fallaron en todos sus deberes, y la responsabilidad que tienen 
a su cargo de búsqueda, dar un informe detallado sobre la verdad que revistieron tuvo lugar 
conforme los hechos de desapariciones forzadas y ejecuciones extrajudiciales de la toma del 
pPalacio, así como el deber objetivo de reparar a los familiares de éstas como un derecho 
autónomo que hace parte integral del «Sistema Interamericano de Derechos Humanos» y por 
consiguiente, inherente e integrante de la Constitución Política de 1991 y su Bloque de 
Constitucionalidad . 
 
Dos años después de la toma del palacio, el país vuelve a estremecerse con otro caso 
aberrante sobre ejecuciones extrajudiciales, el conocido como la desaparición de 19 comerciantes 
en el magdalena medio. A, allí el “Ejército Nacional” junto con grupos paramilitares, fueron los 
protagonistas de desaparecer y dar de baja a los comerciantes,  el caso se revistió de impunidad 
frente al Estado colombiano, gracias a que su aparato judicial investigó los hechos durante varios 
años, dando como resultado final la activación de la competencia de «la «Corte Interamericana 




Como hechos probados en el marco del proceso de investigación y juzgamiento realizado 
por «la Corte Interamericana de Derechos Humanos», en el proceso seguido contra el Estado 
colombiano por el caso de los 19 comerciantes, se reconoció por parte de esta jurisdicción que el 
día 6 de octubre de 1987 se ejecutaron conductas de “detención, tortura y desaparición” de 17 
comerciantes, y posteriormente 2 familiares quienes fueron en búsqueda de estos; siendo 
responsables de esta barbarie las tropas paramilitares que tenían amplio control del “municipio 
de Puerto Boyacá”, realizándose para tal fin una reunión en la que tuvo participación el ejército y 
mediante la cual decidieron dar muerte a los comerciantes, robar su mercancía y adueñarse de los 
automotores al no hacer efectivos los pagos del impuesto debido a los paramilitares por el hecho 
de transitar por esa zona, además de que este grupo paramilitar consideró que las víctimas 
vendían armas a la guerrilla de las FARC-EP, y posterior a ello el evidente retraso en 
la búsqueda de las presuntas víctimas desaparecidas y los más de dieciséis (16) años de 
investigación sin resultado alguno. 
 
La CIDH declaró que el Estado colombiano vulneró “los derechos a la vida, a la integridad 
y libertades personales, garantías judiciales y a la protección judicial”, así como el derecho a la 
integridad personal tanto de la víctima como de sus familiares (CADH, 1969, Art. 4, 5, 7, 8.1, y 
25), ordenándose al Estado colombiano realizar una investigación efectiva con el propósito de 
delimitar los hechos del caso, realizar una exhaustiva pesquisa para  obtener un resultado de 
claridad y convicción de lo que ocurrió con los restos de los desaparecidos; aAsimismo, indicó 
que el Estado tiene la obligación de atender, satisfacer los procedimientos médicos a los 
familiares de las “víctimas”, pagar sanción pecuniaria a las mismas como reparación económica 
por el perjuicio ocasionado con su negligencia y desidia en la investigación oportuna de los 
hechos, entre otros. 
 
Ahora bien, al realizar un recuento general en los dos casos más controversiales en el país, 
que han dejado a la luz pública la inoperancia de las instituciones colombianas, cuando el actuar 
ilícito se encuentra en cabeza del Estado y este se inclina hacía la impunidad, las víctimas en su 
derecho de la obtención de justicia y después de haber agotado todo el proceso en las 
instituciones nacionales, se ven en la obligación de que un ente internacional como la «Corte 
Interamericana de Derechos Humanos» Corte Interamericana de Derechos Humanos, realice su 
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intervención, para obtener un poco de justicia, aun cuando esta solo puede realizar la condena a 
los Estados parte y no a personas; cuando se presentas graves violaciones a los DDHH, se puede 
deducir que sus fallos van encaminados a que el Estado evalué su actuar, corrija sus conductas 
inoperantes, realice el esclarecimiento de lo sucedido y el juzgamiento de las personas (agentes 
estatales) responsables en la comisión de delitos. Lastimosamente en los casos de los 19 
comerciantes (1987) y el Palacio de Justicia (1985), la impunidad sigue siendo la principal 
protagonista, pues no hay se han juzgado los verdaderos responsables de los hechos que aún 
siguen siendo gran enigma nacional, de la misma manera que en los casos de "Falsos Positivos", 
que por fortuna podrán ser llevados a la CPI, pues la comisión de muchos de ellos se realizó 
cuando esta ya contaba con plena competencia para realizar las respectivas investigacioónes y 
juzgamiento de las graves violaciones a los DDHH y al DIH por parte de los agentes estatales.  
 
Asimismo, la práctica tanto empírica como socio jurídica ha demostrado que partiendo de 
la validez y eficacia de las normas que actualmente regulan y castigan los delitos cometidos por 
el Ejército Nacional en este caso, éstas son infructuosas por cuanto el mismo estado es incapaz 
de propender por la celeridad, verdad e imparcialidad en las investigaciones, así como en las 
posibles condenas a que pueda dar lugar el acervo probatorio y el curso propio de las 
investigaciones judiciales. 
 
Corolario de lo anterior y teniendo en cuenta la hipótesis propuesta en el presente proyecto 
de investigación, partiendo del hecho que las condiciones materiales, de competencia, 
admisibilidad y de interés de la justicia, es posible establecer que tales se cumplen a cabalidad, lo 
cual se puede determinar a través de los siguientes presupuestos:  
 
1. A través del artículo 93 de la Constitución Ppolítica se permitió la activación de la 
competencia de mecanismos internacionales como el Estatuto de Roma, de forma 
complementaria, en aras de evitar la comisión de crímenes de especial relevancia para el 
DIH.  
 
2. Se cometieron crímenestransgresiones de competencia de la CPI, de conformidadconforme 
con los artículos 5 al 8 del Estatuto de Roma, estando revestidos de absoluta gravedad 
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puesto que fueron dirigidos contra población civil protegida por el DIH.  
 
3. Aun cuando existen investigaciones y enjuiciamientos en curso como ya se demostró en 
apartados anteriores, cuya autenticidad ha sido evaluada al pasar de los años por la misma 
Fiscalía de la CPI, tales no han sido suficientes, afirmación que tiene su sustento en los 
informes presentados por la «Fiscalía de la Corte Penal Internacional» durante los años 
2012, 2014 y 2016.  
 
4. La renuencia e imposibilidad por parte del Estado Colombiano para llevar a cabo la 
investigación y juzgamiento de los autores materiales e intelectuales de estos delitos, 
configurados a través de la comisión de crímenes de guerra y lesa humanidad, poniendo de 
presente que a la fecha las condenas han sido dirigidas en su mayoría al Estado colombiano, 
y no a tales autores en particular,  generando como resultado el incumplimiento por parte de 
dicho Estado en el compromiso de orientar sus esfuerzos al juzgamiento de los verdaderos 
responsables. 
 
Por ello es posible afirmar que se puede solicitar la inmediata intervención de un Tribunal 
como la CPI, con la finalidad que ésta se encargue de investigar y juzgar directamente a los 
autores materiales e intelectuales de los casos de “Falsos, Positivos” ocurridos en Colombia 
durante los años 2008 y 2016, teniendo en cuenta además las disposiciones contempladas acerca 
de las consecuencias punitivas que deben aplicarse en aquellos casos donde se evidencia la 
existencia de una cadena de mando, ello buscando como fines únicos la verdad, justicia, 
reparación y garantía de no repetición que exigen las «víctimas».  
 
3.2 Breve mención acerca de la incidencia de la jurisdicción especial para la paz en los 
casos de falsos positivos ocurridos durante el periodo del 2008 al 2016 en Ccolombia 
 
Trayendo a colación nuevamente lo referido por el Dr. Hernández en su artículo titulado 
“EL “NUEVO” ACUERDO PARA LA PAZ A TRAVÉS DEL LENTE DEL DERECHO PENAL”, 
es evidente que una disposición de este tipo no es del todo novedosa ya que como se señaló a 
través de los años, se han sancionado diferentes leyes con el objeto de facilitar los diferentes 
55 
 
procesos de paz que se han gestado en la historia de Colombia y procurar implementación de una 
justicia transicional supuestamente enfocada a la reparación de los daños. 
 
Con la implementación del Acuerdo de Paz y la entrada en vigencia del mismo, mediante 
el Acto Legislativo 01 de 2017 y la Ley 1820 de 2016, las cuales contemplan el trato que se debe 
dar a los agentes del Estado que hayan cometido delitos con ocasión del conflicto armado, 
siempre y cuando deseen someterse a la JEP, se genera gran temor en las familias de las personas 
que fueron víctimas de desaparición forzada y en virtud de la misma les acaeció la muerte, pues 
si bien es cierto los agentes del Estado que cometieron violaciones al DIH y a los DDHH 
vulnerando bienes jurídicos tutelados en los casos de "Falsos Positivos", estaban inmersos en el 
conflicto armado, sus víctimas no lo estaban, al contrario muchos de ellos se encontraban en 
zonas que no se veían afectadas directamente por el mismo, lo cual genera una alarma sobre la 
posible impunidad que pueda generar el acogimiento de la mayoría de agentes de las fuerzas 
castrenses a la JEP. 
 
Finalmente es necesario resaltar que esta JEP contempla tratamientos penales diferenciados 
con el objetivo de distinguir los agentes del Estado de los miembros de grupos beligerantes 
donde su única y real diferencia reside en el lenguaje más allá de las consecuencias jurídicas a 
las cuales se someterían.  De esta manera, en vez de utilizar los mecanismos de «amnistía e 
indulto» los cuales son asignados a los grupos beligerantes, se dispuso la «renuencia de la 
persecución penal» para los agentes del Estado, mecanismo que tiene los siguientes efectos: 
““extingue la acción penal, la responsabilidad penal y la sanción penal, impide que se inicien 
nuevos procesos por estas conductas,  hace tránsito a cosa juzgada material y sólo podrá ser 
revisada por el Tribunal para la Paz, elimina los antecedentes penales de las bases de datos, 
anula o extingue la responsabilidad o la sanción disciplinaria, fiscal o administrativa derivada 
de la conducta penal e impide el ejercicio de la acción de repetición y el llamamiento en 
garantía” (Hernández, 2017, pp. 220-224) 
 
Asimismo de conformidad con las disposiciones de la JEP en lo relativo a los delitos que 
se tendrán en cuenta como aquellos objeto de investigación y juzgamiento en el contexto de la 
misma, y la exclusión de aquellos contemplados en el artículo tercero del código penal militar 
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que no tengan una relación directa o indirecta con el conflicto armado, relativos a desaparición 
forzada, genocidio, lesa humanidad o aquellos que atenten contra el DIH, no pueden ser 
sometidos a la JEP y serán objeto de la justicia ordinaria en su especialidad penal, es posible 
inferir que se permitirá que tanto los integrantes de grupos beligerantes y agentes del estado 
argumenten que los delitos cometidos fueron ejecutados en razón del conflicto interno armado 
buscando que de esta manera sean cobijados bajo las disposiciones de la JEP, no contando con 
que a la luz de las disposiciones del estatuto de Roma y las exclusiones contenidas en la ley, 
reafirmadas por la CPI y la Corte Constitucional, continúan configurándose los delitos de lesa 
humanidad, siendo de obligatorio conocimiento de la Jurisdicción Ordinaria en su especialidad 
Penal, generando también de esta manera dilaciones en el debido juzgamiento y búsqueda de 













Gráfico 1. Triangulación de la Investigación 
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De conformidad con lo expuesto referido en capítulos anteriores es posible establecer que 
la hipótesis planteada para el presente proyecto de investigación que tiene como objeto 
demostrar que actualmente se cumple con todos los presupuestos previstos por la «Corte Penal 
Internacional» para solicitar su inmediata intervención, con el fin de llevar a cabo la 
investigación y juzgamiento de los responsables tanto materiales como intelectuales de los casos 
de “Falsos, Positivos”, siendo éste órgano una instancia efectiva para la NO impunidad, se 
corrobora a través de la identificación y análisis de tres valores a saber:  
 
 V1. Justicia: Definida como:  
 
“Un valor que permite diferenciar lo que es jurídicamente valioso: lo justo, de lo 
que, por no serlo, entraña el disvalor de la injusticia.  La justicia es un valor 
esencialmente humano y social porque solo puede predicarse con propiedad 
respecto de las acciones de los hombres.  La justicia implica una relación deóntica 
es decir, entraña un deber ser y lo que caracteriza a las acciones humanas es la 
tensión entre el ser y el deber ser.  Por lo tanto representa un valor un ideal, un 
ideal de comportamiento al que las personas deben tender” (Ponce, 2005, p. 213).   
 
Este valor guarda especial relevancia dentro de la investigación ya que es el fin mismo que 
se persigue con la hipótesis e incluso del Derecho y el sistema en sí mismos, sin embargo debido 
a las diferentes dilaciones en el juzgamiento de los autores en procesos de Falsos Positivos en 
Colombia, éste se desdibuja, haciendo cada vez más difícil conseguir el objetivo de cientos de 
víctimas que consiste en lograr realmente una reparación, y la consecución de la verdad, y 
garantía de no repetición que como se evidenció, son postulados que en teoría hacen parte 
fundamental de una serie de políticas internas que a la fecha no han sido ejecutadas cabalmente.  
  
 V2. Impunidad: De conformidad con lo dispuesto por la « Comisión De Derechos 
Humanos» de las Naciones Unidas en su artículo titulado “Conjunto de principios 
actualizado para la protección y promoción de los derechos humanos mediante la lucha 




“Constituye una infracción de las obligaciones que tienen los Estados de 
investigar las violaciones, adoptar medidas apropiadas respecto de sus autores, 
especialmente en la esfera de la justicia, para que las personas sospechosas de 
responsabilidad penal sean procesadas, juzgadas y condenadas a penas 
apropiadas, de garantizar el derecho inalienable a conocer la verdad y de tomar 
todas las medidas necesarias para evitar la repetición de dichas violaciones” (pp. 
6-7).   
 
Lo que permite concluir en relación con lo expuesto en la presente investigación, que el 
Estado Colombiano está incurriendo en impunidad al momento de juzgar los casos de Falsos 
Positivos, debido a que si bien es cierto, de  conformidad con los informes expedidos por la 
Fiscalía de la CPI donde se pone en evidencia que se han adelantado algunas investigaciones, es 
claro que a la fecha no se han procesado aquellos autores de éstos crímenes de lesa humanidad 
sino que bajo el marcola insignia de la ley de justicia y paz y el proceso de paz en sisí, se han 
dilatado tales procesos haciendo que alcanzar la justicia sea cada vez más difícil para las 
víctimas, razón por la que se requiere solicitar la inmediata intervención de la CPI.  
 
 V3. Intervención de la CPI: De conformidad con el estudio de los anteriores valores y el 
desarrollo de la presente investigación, así como procurando la corroboración de la hipótesis 
planteada, se enuncia este valor como aquel que en definitiva permitirá la salvaguarda de la 
Justicia y el efectivo cumplimiento de los postulados de verdad, justicia, reparación y 
garantía de no repetición que tanto reclaman las víctimas.  Lo anterior ya que a partir del 
despliegue de la competencia de la cual está revestida y bajo el cumplimiento de los 
parámetros establecidos para su intervención, «la Corte Penal internacional» podrá 







Se infiere que El Estado a través de las instituciones que deben investigar y juzgar los 
casos de Falsos positivos ocurridos en el periodo del 2008 al 2016 en Colombia por las fuerzas 
castrenses de Colombia, presenta renuencia o por lo menos poca efectividad para judicializaral 
juzgar a los autores de dichas conductas punibles en particular. 
 
Es necesario resaltar que la normatividad Colombiana es suficiente para juzgar 
adecuadamente a los autores de los casos de Falsos Positivos ocurridos en el periodo del 2008 al 
2016 en Colombia, sin embargo lamentablemente por diferentes razones como el conflicto entre 
jurisdicciones, la creación de nuevas jurisdicciones en torno a la justicia transicional y aquellas 
disposiciones contenidas bajo el contexto del marco jurídico para la paz, y la discusión surgida 
con ocasión de la interpretación de los tipos penales aplicables a los casos en particular, han 
permitido la dilación de estos procesos por varios años.  
 
Asimismo, que al momento de calificar los hechos dentro de determinados tipos penales 
para realizar la respectiva imputación es necesario tener en cuenta la teoría del autor mediato 
conforme a la cadena de mando, para de esta manera juzgar a todos los autores inmersos en los 
casos de Falsos positivos ocurridos en el periodo del 2008 al 2016 en Colombia, propendiendo 
por la verdad, justicia, reparación y garantía de no repetición que exigen las víctimas, así como la 
no impunidad. 
 
Se hace necesaria la intervención de un Tribunal como lo es la CPI con el objeto de 
responsabilizar a los actores de los delitos de desaparición forzada atendiendo a lo dispuesto en 
las consignas del Derecho Internacional y Derecho Interno contenidaso en el Estatuto de Roma 
diferentes y Convenios ratificados por Colombia con relación a la violación de los Derechos 
Humanos, ya que a la fecha únicamente ha sido condenado el Estado colombiano por la Corte 






La situación socio-jurídica problémica planteada en el presente proyecto de investigación 
se resuelve con la inmediata intervención de la Corte Penal Internacional como una instancia 
efectiva para la no impunidad teniendo en cuenta el cumplimiento de las condiciones materiales, 
de competencia, admisibilidad y de interés de la justicia, parámetros establecidos por la CPI, y 
los hechos que rodean los casos de Falsos positivos ocurridos en el periodo del 2008 al 2016 en 
Colombia.  
 
El nuevo marco de Justicia Especial para la Paz eventualmente permitiría dilación en la 
investigación y juzgamiento de los casos de Falsos positivos ocurridos en el periodo del 2008 al 
2016 en Colombia puesto que contempla verlos como crímenes ejecutados bajo el contexto del 
conflicto armado, no contando con que a la luz de las disposiciones del estatuto de Roma y las 
exclusiones contenidas en la ley, reafirmadas por la CPI y la Corte Constitucional, continúan 
configurándose los delitos de lesa humanidad, siendo de obligatorio conocimiento de la 
Jurisdicción Ordinaria en su especialidad Penal, generando también de esta manera dilaciones en 
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Anexo 1. Casos ocurridos y reconocidos para el año 2010 involucrando militares 
 
FECHA BAJAS FUERZA LUGAR HECHO 
27-ene-10 2 Ejército Nacional 
Inspección Barranquillita, 
Miraflores – Guaviare 
Campesinos ejecutados ante 12 
compañeros y presentados como 
guerrilleros 
25-mar-10 3 
Gaula - Ejército 
Nacional 
Inspección de Santa Rita, 
Aipe (Huila) 
Campesinos ejecutados y luego 
mostrados como guerrilleros del frente 
66 de las FARC 
1-abr-10 1 
Brigada Móvil 25 del 
Ejército 
Vereda El Mocho de 
Taraza Antioquia 
Campesino ejecutado y presentado 
como muerto en combate 
25-jul-10 1 Ejército Nacional 
Vereda La Siberia, 
Vistahermosa - Meta 
Ejecución de un campesino de 15 años. 
Además, la madre del menor había 
denunciado legalmente días antes la 
ejecución del esposo por tropas del 
ejército en años anteriores 
15-ago-10 1 Ejército Nacional 
El Tarra (Norte de 
Santander) 
Ejecución de un campesino de 16 años, 
a cuatro cuadras del parque principal, 
esto generó una revuelta del pueblo 
10-sept-10 1 
CTI de la Fiscalía 
General de la Nación 
La Macarena (Meta). 
Detención y posible ejecución de un 
defensor de derechos humanos del Bajo 
Ariari 
17-nov-10 1 
Ejército Nacional y 
CTI de la Fiscalía 
General de la Nación 
Malambo (Atlántico) 
Detención y posible ejecución de un 
campesino implicado por el secuestro y 
asesinato de los diputados del Valle del 
Cauca 
 
Fuente: Centro de Investigación y Educación Popular - CINEP. (2009). Falsos Positivos: Balance del 






Anexo 2. Glosario 
 
Definición  
EJECUCIONES EXTRAJUDICIALES: La ejecución extrajudicial es una violación que puede 
consumarse, en el ejercicio del poder del cargo del agente estatal, de manera aislada, con o sin 
motivación política, o más grave aún, como una acción derivada de un patrón de índole institucional. 
Usualmente se entiende que la ejecución se deriva de una acción intencional para privar arbitrariamente 
de la vida de una o más personas, de parte de los agentes del Estado o bien de particulares bajo su orden, 
complicidad o aquiescencia, sin embargo, tanto en doctrina como en alguna legislación, se aceptan 
diversos grados de intencionalidad cuando los responsables son miembros de los cuerpos de seguridad 
del Estado. Fuente Disponible en: http://www.corteidh.or.cr/tablas/R08060-7.pdf 
 
FALSOS POSITIVOS: “Los ‘falsos positivos’ son casos reportados por Unidades de la Fuerza Pública 
como resultados positivos en la acción contra grupos armados ilegales, y que son reportados en los 
informes oficiales como “muertes en combate” de actores insurgentes y otras acciones legítimas de 
guerra según el DIH.” Informe Especial abril 2009 – Falsos Positivos: Balance del segundo semestre 
2008, Centro de Investigación y Educación Popular 4/15 (CINEP), página 5. Disponible en: 
http://www.cinep.org.co/ 
 
DEBIDO PROCESO: “Conjunto de garantías previstas en el ordenamiento jurídico, a través de las 
cuales se busca la protección del individuo incurso en una actuación judicial o administrativa, para que 
durante su trámite se respeten sus derechos y se logre la aplicación correcta de la justicia.” (Colombia. 
Corte Constitucional. Sentencia C-980 de 1 de diciembre de 2010). 
 
CRÍMENES DE LESA HUMANIDAD: “Actos inhumanos, tales como el asesinato, el exterminio, la 
esclavitud, la deportación o las persecuciones contra cualquier población civil por motivos sociales, 
políticos, raciales, religiosos o culturales, perpetrados por las autoridades de un Estado o por particulares 
que actúen por instigación de dichas autoridades o con su tolerancia.” (Documentos oficiales de la 
Asamblea General, noveno período de sesiones. Suplemento No. 9 (A/2693 y Corr. 1) Pág. 10-11. 
Citado en Colombia Nunca Más Crímenes de Lesa Humanidad. Pág. 84). 
 
DESAPARICIÓN FORZADA: “Consiste en el arresto, la detención, el secuestro o cualquier otra 
forma de privación de libertad que sean obra de agentes del Estado o por personas o grupos de personas 
que actúan con la autorización, el apoyo o la aquiescencia del Estado, seguida de la negativa a reconocer 
dicha privación de libertad o del ocultamiento de la suerte o el paradero de la persona desaparecida, 
sustrayéndola a la protección de la ley.” (Colombia. Corte Constitucional. Sentencia C- 620 18 de 










Anexo 3. Ejecuciones Extrajudiciales en Colombia 1996-2008 CCEEU 
 
Fuente: Coordinación Colombia-Europa-Estados Unidos. (s.f). Colombia. La guerra se mide en litros de 
sangre: Falsos positivos, crímenes de lesa humanidad – más altos responsables en la impunidad. 













Anexo 4. Presupuestos facticos - Casos de desaparecidos “Palacio De Justicia” 
 
 




Cristina del Pilar Guarín Cortés tenía 26 años en 1985 y era licenciada en Ciencias Sociales. 
Al momento de los hechos, trabajaba temporalmente como cajera en la cafetería del Palacio 
de Justicia en reemplazo de la esposa de Carlos Augusto Rodríguez Vera, quien estaba de 
permiso de maternidad desde octubre de 1985. El 6 de noviembre de 1985 la señora Guarín 
Cortés salió de su casa a las nueve de la mañana hacia dicho trabajo. Dentro de los 
escombros del Palacio de Justicia se encontró el paraguas que llevaba ese día y su agenda. 
En la noche del 7 de noviembre, el padre de Cristina del Pilar Guarín Cortés entró a las 
instalaciones del Palacio de Justicia en búsqueda de su hija. Los familiares también la 
buscaron en el Instituto de Medicina Legal, en el Hospital Militar, en estaciones de policía, 
en la Brigada XIII y acudieron a la Presidencia de la República, sin recibir información 
sobre su paradero. Asimismo, en los días siguientes fueron a instalaciones militares, en una 
de las cuales un coronel les habría indicado que “era muy sospechoso que [la señora Guarín 
Cortés] se encontrara […] trabajando de cajera cuando tenía un grado universitario”. 
Posteriormente, los familiares han contactado a diferentes Ministros y Presidente de la 




1. David Suspes Celis tenía 26 años en 1985, vivía con su pareja, Luz Dary Samper 
Bedoya, con quien tenía una hija, y trabajaba como chef en la cafetería del Palacio de 
Justicia. El 6 de noviembre de 1985 salió de su casa alrededor de las ocho de la mañana 
hacia su trabajo. 
 
2. Luego de los hechos, sus familiares lo buscaron en hospitales, el Instituto de Medicina 
Legal, la Brigada XIII, la Brigada de Institutos Militares y las oficinas del DAS, entre otros, 




Bernardo Beltrán Hernández tenía 24 años en 1985 y trabajaba como mesero de la cafetería 
del Palacio de Justicia. El 6 de noviembre de 1985 Bernardo Beltrán Hernández salió de su 
casa alrededor de las 7:20 de la mañana para ir a trabajar. 
 
Luego de los hechos, sus familiares acudieron a las instalaciones del Palacio de Justicia a 
identificar el cuerpo del señor Beltrán Hernández entre los cadáveres. Posteriormente lo 
buscaron en hospitales, el Instituto de Medicina Legal y la Brigada XIII, sin obtener 







Cristina del Pilar Guarín Cortés tenía 26 años en 1985 y era licenciada en Ciencias Sociales. 
Al momento de los hechos, trabajaba temporalmente como cajera en la cafetería del Palacio 
de Justicia en reemplazo de la esposa de Carlos Augusto Rodríguez Vera, quien estaba de 
permiso de maternidad desde octubre de 1985. El 6 de noviembre de 1985 la señora Guarín 
Cortés salió de su casa a las nueve de la mañana hacia dicho trabajo. Dentro de los 
escombros del Palacio de Justicia se encontró el paraguas que llevaba ese día y su agenda. 
 
En la noche del 7 de noviembre, el padre de Cristina del Pilar Guarín Cortés entró a las 
instalaciones del Palacio de Justicia en búsqueda de su hija. Los familiares también la 
buscaron en el Instituto de Medicina Legal, en el Hospital Militar, en estaciones de policía, 
en la Brigada XIII y acudieron a la Presidencia de la República, sin recibir información 
sobre su paradero. Asimismo, en los días siguientes fueron a instalaciones militares, en una 
de las cuales un coronel les habría indicado que “era muy sospechoso que [la señora Guarín 
Cortés] se encontrara […] trabajando de cajera cuando tenía un grado universitario”. 
Posteriormente, los familiares han contactado a diferentes ministros y Presidentes de la 
República, sin obtener información. 
C.2.f) Luz Mary 
Portela León 
 
3. Luz Mary Portela León tenía 24 años en 1985, trabajaba lavando platos en la cafetería 
del Palacio de Justicia en reemplazo de su madre, Rosalbina León, quien se encontraba 
enferma desde el 
4. de octubre de 1985. El 6 de noviembre de 1985 Luz Mary Portela León salió de su casa 





Fuente: Notas tomadas de sucesos que dieron lugar a tuvo lugar el 06 de noviembre de 1985 en el Palacio 
de Justicia, (Corte Constitucional, Caso RODRIGUEZ VERA y OTROS. Sentencia 14, noviembre, 2014. 
C. 1 109) 





Fuente: Notas tomadas de sucesos que dieron lugar a tuvo lugar el 06 de noviembre de 1985 en el Palacio 
de Justicia, (Corte Constitucional, Caso RODRIGUEZ VERA y OTROS. Sentencia 14, noviembre, 2014. 
C. 1 109) 






1. Norma Constanza Esguerra Forero tenía 29 años en 1985 y, al momento de los hechos, 
trabajaba vendiendo pasteles en diferentes lugares, incluyendo el Palacio de Justicia. El 6 de 
noviembre la señora Esguerra Forero llevó pasteles a la cafetería del Senado, luego de lo cual 
fue a entregar otros a la cafetería del Palacio de Justicia, ingresando al edificio minutos antes 
del inicio de la toma por parte del M-19. Ese día estaba realizando las entregas junto con su 
hermana Martha Amparo Peña Forero, quien se quedó esperando en el carro que estaba 
estacionado frente a la Catedral y la vio entrar al Palacio de Justicia. 
 
2. El 9 de noviembre su familia ingresó a la cafetería del Palacio de Justicia y encontró en 
el mostrador varios objetos de ella, incluyendo “la billetera […], pero estaba saqueada”. 
Asimismo, la familia la buscó en hospitales y la mamá fue a buscarla al Cantón Norte, sin 




3. Lucy Amparo Oviedo Bonilla tenía 25 años en 1985, estaba casada con Jairo Arias 
Méndez, tenía dos hijos, trabajaba en un almacén de artesanía e iba a comenzar a estudiar 
Derecho. El 6 de noviembre de 1985 la señora Oviedo Bonilla salió de su casa a las 9:30 de 
la mañana y tuvo una entrevista de trabajo con el Magistrado Raúl Trujillo cerca del Palacio 
de Justicia. La familia supone  
4. “que al salir […] de la oficina del doctor TRUJILLO, estando tan cerca del Palacio de 
Justicia, [fue a] hablar con el doctor [Reyes Echandía] o con su [s]secretaria [, Herminda 
Narváez] para que la ayudaran a conseguir el empleo que ella estaba solicitando”. No 
obstante, dicha suposición no pudo ser confirmada por Herminda Narváez, quien salió del 
Palacio de Justicia antes de que comenzara la toma del Palacio de Justicia, por lo que no vio 
a la señora Oviedo Bonilla. 
5. Luego de los hechos, sus familiares la buscaron en el Instituto de Medicina Legal, 
hospitales, cementerios y el Batallón Charry Solano, en la red de hospitales de Bogotá, y 
solicitaron ayuda a los medios de comunicación y a senadores de la República, sin obtener 
información sobre su paradero. 
 
C.2.i) Gloria 
Ánzola de Lanao 
 
6. Gloria Ánzola de Lanao tenía 33 años en 1985, era abogada y estaba casada con 
Francisco José Lanao Ayarza, con quien tuvo un hijo. Su oficina quedaba cerca al Palacio de 
Justicia y, como su tía era magistrada del Consejo de Estado, solía estacionar su automóvil 
en el Palacio de Justicia. El 6 de noviembre de 1985 a las 10:50 de la mañana dejó a su hijo 
en la guardería en el centro de Bogotá y parqueó su auto en el Palacio de Justicia, donde se 
encontraba cuando comenzó el asalto por parte del M-19. Su carro fue encontrado “parqueado 
en el sitio que [habitualmente utilizaba en el primer sótano del Palacio de Justicia] y no sufrió 
absolutamente ningún daño”. Ese día la señora Ánzola de Lanao tenía una cita a la hora del 
almuerzo, a la cual no asistió. 
 
7. Luego de los hechos, sus familiares acudieron al Palacio de Justicia y la buscaron entre 
los escombros y los cadáveres que se hallaban en el Palacio de Justicia y en el Instituto de 
Medicina Legal, sin obtener resultados. Asimismo, la buscaron en la Brigada XIII y la 
Escuela de Caballería, donde tampoco obtuvieron información sobre su paradero. 
 




10. Ana Rosa Castiblanco Torres tenía 31 años en 1985 y trabajaba como auxiliar del chef 
de la cafetería del Palacio de Justicia. Al momento de los hechos estaba embarazada de siete 
meses. El 6 de noviembre de 1985 la señora Castiblanco Torres salió de su casa a las cinco 
de la mañana hacia la cafetería del Palacio. 
11.  
12. Luego de los hechos, sus familiares acudieron al Instituto de Medicina Legal, hospitales 
y estaciones de policía, sin obtener resultados sobre su destino. Asimismo, acudieron a la 
Brigada XIII y a una cárcel de mujeres, pero les indicaron que no tenían detenidos por los 
hechos del Palacio de Justicia. En noviembre de 2001 el cuerpo de la señora Castiblanco 
Torres fue identificado entre los restos que fueron exhumados de la fosa común del 







Fuente: Notas tomadas de sucesos que dieron lugar a tuvo lugar el 06 de noviembre de 1985 en el Palacio 
de Justicia, (Corte Constitucional, Caso RODRIGUEZ VERA y OTROS. Sentencia 14, noviembre, 2014. 





2. Carlos Horacio Urán Rojas tenía 43 años en 1985 y estaba casado con Ana María Bidegain, 
con quien tuvo cuatro hijas. Trabajaba como Magistrado Auxiliar del Consejo de Estado y estaba 
realizando un doctorado en la Universidad de Paris152. El 6 de noviembre de 1985 Carlos Horacio 
Urán Rojas se encontraba en el Palacio de Justicia. Su esposa habló por teléfono con él en 
diferentes ocasiones ese día, a quien en la noche le comunicó que “había humo pero que no estaba 
herido El 7 de noviembre la familia recibió información de que el señor Urán Rojas había salido 
herido, pero con vida del Palacio de Justicia (infra párrs. 336 y 338). Tras esta información los 
familiares y amigos de Carlos Horacio Urán Rojas lo buscaron en el Hospital Militar y el entonces 
Viceministro de Salud “investigó en todas las clínicas y hospitales de la ciudad y no pudo 
encontrarlo”154. Asimismo, según lo declarado por la señora Bidegain, se reunió con un General 
para enseñarle un video donde, se mostraba el momento en que el señor Urán Rojas salía del 
Palacio de Justicia (infra párr. 338). 
3. En la noche del 8 de noviembre una amiga de Carlos Horacio Urán Rojas reconoció su cuerpo 
en el “cuarto de los guerrilleros” en el Instituto de Medicina Legal. La identificación del cuerpo 
la ratificó el sobrino del señor Urán Rojas, Víctor Manuel Urán, por lo cual fue entregado a su 
familia155. Según lo alegado por el Estado, Carlos Horacio Urán Rojas murió dentro del Palacio 
de Justicia. Las distintas hipótesis sobre lo sucedido al señor Urán Rojas serán analizadas en el 
capítulo IX de esta Sentencia. 
La Corte recuerda que en el presente caso se alega que agentes del Estado desaparecieron 
forzadamente a 11 personas, entre empleados de la cafetería y visitantes ocasionales que 
habrían sobrevivido los hechos de la toma y la retoma del Palacio de Justicia, una guerrillera 
del M-19 (Irma Franco Pineda) y un Magistrado Auxiliar del Consejo de Estado (Carlos 
Horacio Urán Rojas), quien además alegadamente habría sido objeto de ejecución extrajudicial. 
Adicionalmente, este Tribunal estableció que Carlos Horacio Urán Rojas fue ejecutado 
mientras se encontraba en custodia de agentes estatales, lo cual constituyó una ejecución 
extrajudicial. Por tanto, tomando en cuenta las consideraciones realizadas en el capítulo 
anterior, el Estado violó los derechos reconocidos en los artículos 7, 5.1, 5.2, 4.1, y 3 de la 
Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de Carlos 
Horacio Urán Rojas. La evaluación acerca de la obligación de garantizar los referidos derechos 
por la vía de una investigación diligente y efectiva de lo ocurrido se realiza en el capítulo XI 
de esta Sentencia. 
El Estado es responsable por la desaparición forzada de Carlos Augusto Rodríguez Vera, Irma 
Franco Pineda, Cristina del Pilar Guarín Cortés, David Suspes Celis, Bernardo Beltrán 
Hernández, Héctor Jaime Beltrán Fuentes, Gloria Stella Lizarazo Figueroa, Luz Mary Portela 
León, Lucy Amparo Oviedo Bonilla y Gloria Ánzola de Lanao y, por tanto, por la violación de 
los derechos a la libertad personal, a la integridad personal, a la vida y al reconocimiento de la 
personalidad jurídica, contemplados en los artículos 7, 5.1, 5.2, 4.1 y 3 de la Convención 
Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma y con el artículo I.a de la Convención 
Interamericana sobre Desaparición Forzada, en perjuicio de dichas personas, de conformidad 
con lo expuesto en los párrafos 225 a 324. 
8. El Estado es responsable por la violación del derecho a la integridad personal y a la vida 
privada, contemplados, respectivamente, en los artículos 5.1, 5.2, 11.1 y 11.2 de la Convención 
Americana, en relación con el artículo 1.1 del mismo tratado, por la tortura y violación de la 
honra y dignidad cometidas en perjuicio de José Vicente Rubiano Galvis, en los términos de 
los párrafos 417 a 421 y 423 a 425.  
9. El Estado es responsable por la violación del derecho a la integridad personal, contemplado 
en el artículo 5.1 y 5.2 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 del mismo 
tratado, por las torturas cometidas en perjuicio de Yolanda Santo domingo Albericci y Eduardo 
Matson Ospino, en los términos de los párrafos 417 a 422, 424, 426, 427.  
10. El Estado es responsable por la violación del derecho a la integridad personal, contemplado 
